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Una vez más eleva esta Fiscalía á la ilustrada consideracibn 
de ese Ministerio, hoy tan dignamente regido por V. E., la 
exposicibn razonada que previene el art. 15 de la ley adicional 

á la  orgánica del Poder judicial, reseiíando el estado de la 

Adrninistracibn de justicia, recopilando las instrucciones dadas 
á los funcionarios del Ministerio fiscal y analizando las refor- 

mas convenientes para el mejor servicio. 
Atento á realizar estos tres fines en la medida de mis fuer- 

zas y teniendo en cuenta las observaciones formuladas por los 
Fiscales de las Audiencias, cuyo inteligente celo en el cum- 
plimiento de este deber me complazco en proclamar, paso 
desde luego á esclarecer tan interesantes temas con la breve- 
dad 'impuesta á escritos como el presente, que no pueden aspi- 

rar a l  papel de heraldos 6 reyes de armas de ideas nuevas, 

reducidos á l a  modesta condición de guías ó lazarillos en los 
estrechos dominios del índice y la estadistica, no de fácil 
acceso y menos aiin de exploraciones y aprovechamientos c6- 
modos y seguros. 



Estado de la Rdministracion de justicia. 

/ / 

-\ l 

h determinarlo concurren diferentes factores, que es menes- 

ter señalar metódicamente. Tales son: 

(a) Las leyes en vigor. 

6 )  Los hábitos y tendencias que las combaten, quebrantan 

6 esterilizan, según l a  atmósfera 6 ambiente social de que 
rodea á los Tribnnales el sentir público. 

(c) L a  rectitud, la  competencia, la  pericia de los encarga- 
dos de aplicar ó pedir que se aplique el derecho, para deducir 

la  resultante de todos estos elementos en acción combinada 
y eficiente de la función íiscal y judicial. 

. Tan reiteradamente se ha afirmado l a  arcaicidad, la defi- 

ciencia y Q trechos el error de nuestra actual legislación sobre 
materias de justicia, que fuera enojosa l a  insistencia en repe- 

tir un fallo cuyo carácter ejecutorio unánimemente se recono- 
ce. E n  congruencia con mi propósito de este momento, baste 

ahora decir que, á pesar de las dificultades opuestas á la recta 



administracibn de justicia por leyes que así se apartan de los 

principios y de las necesidades en que deben inspirarse, ni  la 
criminalidad ha aumentado sensiblemente, ni las sentencias 

dictadas han dejado de merecer, en general, el debido respeto 

de la opinibn y de la  crítica. 
Lo cual puede revelar que la estabilidad del derecho positi- 

vo, aun adoleciendo éste de vicios que debiliten su eficacia 6 

menoscaben su crédito, es por sí misma cualidad fundamental 
de buen regimen jurídico, al que, como se ha dicho discreta é 

ingeniosamente, conviene tocar, mejor que con el hacha, con 

la lima. Tanto más, cuanto que á nadie se ocultan los entorpe- 
cimientos que inevitablemente retardan en nuestro Parla- 

mento las grandes reformas legislativas llamadas & transfor- 
mar los Códigos civil, penal y de Comercio, la  ley Hipoteca- 
ria, las procesales, la organización de Tribunales y Juzgados. 

A no legislar por bases, es materialmente imposible que las 

Cortes discutan artículo por artículo de  cada uno de estos pro- 

lijos y complejos cuerpos de derecho. 
Permítaseme, por ello, felicitar á V. E. y felicitarme, en la 

representación de mi cargo, con motivo de la promulgación 

de dos leyes, que no pueden menos de influir ventajosamente 
en la vida de las instituciones judiciales y en el cumplimiento 

de su misión desde diversos puntos de vista, harto interesan- 

tes: la de 3 de Enero de 1907, que ha transportado al libro 111 
del Código penal algunos artículos del libro 11, convirtiendo en 
faltas hechos antes castigados como delitos, y la de 3 de Agos- 

to  de este mismo año, que modifica la actual organizacibn de 
la Justicia municipal. 

Respecto de la primera, se están percibiendo ya los favora- 

bles resultados que hubieron de prometerse sus iniciadores. 
Es nota común á todas las Memorias remitidas á esta Fiscalía 



el aplauso con que ha sido acogida dicha reforma, tan urgen- 
temente recomendada por las doctrinas imperantes en Dere- 

cho criminal, como por las enseñanzas de la  experiencia y aun 

por los intereses del Tesoro. Lesiones de escasa monta, hurtos 
de pequefia entidad, no son, en su esencia, no deben ser en la 

ley, delitos que atraigan sobre sus autores el rigor de penas 

incompatibles, por su gravedad, con la mínima importancia 
del daño causado á las personas 6 en las cosas. Ni justifican, 

por otra parte, el lujo de procedimientos, largos y costosos, 
reservados para aquellos hechos que, incubados por la proter- 

via de la perversidad, difunden la alarma y perturban más 6 
menos profundamente la paz social. 

L a  nueva ley ha aligerado los catálogos de la  delincuencia, 

ha descargado de inGtil trabajo al Jurado y ha eliminado del 
presupuesto de gastos una cantidad relativamente conside- 
rable. 

Pero, al mencionarla con merecido elogio, no es lícito pres- 
cindir de las dudas que en la práctica ha originado y que han 

sido objeto de distintas interpretaciones, así por los comenta- 

ristas como por los Jueces. Me refiero principalmente á la 
apreciación de la doble reincidencia en el hurto menor de diez 

pesetas, parazlos efectos de su castigo como delito 6 como fal- 
ta, y á la virtualidad que haya de mantener en este último con- 

cepto, según que en su comisión concurran 6 no las circuns- 

tancias cualificativas mencionadas al par de aquélla en el ar- 
ticulo 533 del Código:-si fiiere de cosas destinadas al culto, 
ó se cometiere en acto religioso 6 en edificio destinado á cele- 
brarlo, 6 tuviere el carácter de doméstico, 6 en él interviniere 

grave abuso de confianza. L a  mediación de cualquiera de las 

tres circunstancias contenidas en el citado artículo, ¿excluye 
el hurto de la condición de falta que no pasando de diez pese- 
tas le atribuye la ley de 3 de Enero? 



Los pareceres discuerdan al resolver el caso, y forzoso es. 
argüir que la duda debe de ser harto fundada, cuando en torno 

de ella giran, inarmónicos y desconcertados, no sólo las obser- 

vaciones de los publicistas, sino los dictámenes del Ministerio 

fiscal y los fallos de los Tribunales. Mi digno antecesor salió. 

bizarramente al encuentro de tales perplejidades, ,advirtiendo 

á sus subordinados, en circular inserta más adelante, que como 

el art. 533 se halla incluído en el libro 11 del Código y se refie- 

re s61o á los delitos, no puede cambiar la  naturaleza de lo que 

por mandato expreso del legislador únicamente constituye 
falta. 

Cuando el culpable haya sido condenado dos veces con ante- 
rioridad por delitos contra la propiedad, será de rigurosa apli- 

cación el mencionado art. 533, porque una de esas condenas 

convierte la falta en delito, y las dos agravan la responsabili- 
dad en la forma que prescribe ese texto legal; no siendo por 

ello aplicable si el delito se determina s610 por dos condenas 

anteriores en juicio de faltas. E n  los demás casos, O sea 

cuando la falta consista en la sustracción de cosas destinadas 
al culto 6 se cometa en acto religioso 6 en edificio destinado á 

celebrarlos, así como si es doméstico 6 media grave abuso de 

confianza, la falta no pierde su carácter, y esas circunstancias 
se habrán de tener en cuenta al juzgarla con arreglo á la facul- 

tad discrecional que al juzgador concede el art. 620. E s  decir, 

que, á juicio de esta Fiscalía, ni la  reforma introduce modifi- 

cacióp alguna en el art. 533, ni éste despoja á la sustracción 

que no exceda de diez pesetas de su carácter de falta, si no 

existen las reincidencias de que habla lanueva ley, aun cuando 

concurran las demás circunstancias que aquel artículo señala. 

Conforme, por mi parte, con tal criterio, me he complacido 
en ratificar su aplicación en cuantos casos se me han consul- 

tado, porque independientemente de las razones expuestas, así 



se entendió el art. 533 antes de la ley de 1876 que convirtió en 

delitos las faltas de que se trata, y ahora lo que se ha hecho 
ha sido volver, con ligeras variantes. á lo que antes de esa ley 

existía, 6 sea al establecimiento de faltas de hurto, por lo cual 
el precepto del art. 533 tiene hoy el mismo valor que tenía 

entonces, pura y exclusivamente con relación á los delitos, sin 
que la reforma alcance en modo alguno á llevar sus irradiacio- 

nes á las faltas. 
Pero no cabe desconocer que reviste cierta apariencia de 

verdad la afirmación de los que impugnan esta inteligencia de 

los textos legales, al decir, como se ha dicho:-la circular del 

Fiscal del Tribunal Supremo ofrece un punto vulnerable; si una 
circunstancia meramente genérica, comola simple reincidencia, 
convierte la falta en delito, ¿puede explicarse, dentro del sen- 

tido jurídico, ni aun del más general de los sentidos, que las 
cualificativas del art. 533, que no s61o elevan el grado sino la 

totalidad de la  pena, no alteren la naturaleza de Ia falta? ¿Por 

ventura se ha derogado también este articulo? .... 
Ya se ha indicado que su inclusibn en el libro 11 del Código 

le hace sblo aplicable á los delitos, y de ahí que, no tratándo- 
se de delitos, sino de faltas, cualquiera que sea la  naturaleza de 
las cosas hurtadas y medie 6 no la domesticidad ó el grave 

abuso de confianza, como estos factores de especial delincuen- 

cia no repercuten con igual significación en el libro 111, hay 

que prescindir de estimarlos con la transcendencia impuesta 

por dicho artículo, en atención á que la ley no ha querido atri- 

buirsela cuando el hecho, en sí mismo, por su cuantía y de- 
m6s características penales, no excede de la  calificacibn de 
falta. E n  cambio, la doble reincidencia agrava la pena, al te- 

nor del propio articulo, porque, elevada l a  falta a delito por la  
reincidencia simple, entramos ya de lleno en la jurisdicción 

del libro 11: se nos somete un delito, no una falta, sea el que 



quiera el origen de aquél, por ministerio de la función fertili- 

zadora de la  ley. 
Ahora bien: siendo esto <lo legal,, les igualmente a10 ju8- 

to?~-No excuso ni recato una respuesta, rotundamente nega- 
tiva. Paréceme por todo extremo irjusto que una misma cir- 

cunstancia-la de reincidencia-influya doblemente en contra 
del culpable: primero, transformando la falta en delito, y ade- 
más, si s e  une á otra reincidencia, aumentando el rigor del 

castigo hasta nn grado superior al corresiondiente al hecho, 

apreciado ya como delito. 
Y {cómo defender tampoco que la condición subjetiva de 

reincidente produzca tales efectos y que las otras dos circuns- 
tancias integrantes del hecho perseguido y reputadas como si- 

milarmente punibles en relacibn con el precepto del art. 533, 
se anulen y borren de la ley, burlando su espíritu, y escapen á 
la percepción del juzgador, quien á lo sumo sblo podrá impo- 
nerles un prudente arbitrio de severidad muy relativo, en la 
esfera, limitada y restringida, de las facultades que le traza 

el art. 6zo?-LOS defectos de la  legislación los muestra la prác- 

tica. Ella pide que se corrijan los que quedan apuntados. 

Pocas palabras bastarán para recoger aquí el eco de las ma- 

nifestaciones de público contentamiento con que ha sido acogi- 

d o  el nuevo régimen de la Justicia municipal. 
S e  ha dicho con sinceridad laudable, y es de notoriedad in- 

discutible, que muchos en número y diversos en su economía y 
alcanEe son los sistemas que han podido moldear la aspiracitn 
casi unánime á derribar ese ruinoso baluarte de las primarias 
aplicaciones del derecho ... Ni aun se concibe cómo se ha man- 

tenido en pie durante tan largo tiempo, después de cuanto se 

ha vituperado al clásico Juez municipal de abominada fama en 
la historia de nuestras malandanzas políticas, uhijo-según se 



ha escrito por autorizada pluma-de las iras y enconos des- 

aforados de los dominadores del lugar, nativamente vinculado 
d sus tiranías, condenado á servir sus exigencias y á hacerse 
solidario, como cómplice é instrumento ciego, de todas sus pa- 

siones individuales y colectivas, hasta en los asuntos más ni- 

mios, públicos 6 privados, de la vida local.. 

Por fin, han caído 6 están próximos á caer con resonante 

estrépito esos fortines y castillos roqueros del caciquismo, 
amparo de todos los desafueros y asilo de todas las concupis- 
cencias ... L a  política no intervendrá con decisivo imperio, 

como hasta ahora, en la designación de los Jueces, cuyo nom- 
bramiento recaerá, por automática acción de la ley, en los que 

ésta ha estimado más capaces y más dignos: procedimiento 

mejor adaptable á nuestra soberanía de Estado que la elección 
popular, por algunos defendida, oIvidando 6 desconociendo 

que el Juez, aun en la esfera más inferior de la Administración 
de justicia, ha de actuar en nombre del Rey, con libertad 6 in- 

dependencia inquebrantables, desligado de toda devoción á 

aquellos á quienes ha de juzgar y de los cuales no cabe con- 
sentir que reciba autoridad y poderes mediante el voto indivi- 
dual otorgado ó negado con ardimientos pasionales en luchas 

banderizas, que producen vencedores y vencidos, gratitudes y 

rencores, obligaciones y desquites. Hacer del Juez el repre- 
sentante 6 mandatario del cuerpo electoral, es desnaturalizar 

su misión, empequeñecer su personalidad, bastardear su ori- 

gen. L a  justicia es raudal que mana de más alto, como escul- 
pió el augusto autor de las Partidas.-La creación de los Tri- 

bunales municipales completará sin duda los beneficios que l a  

reforma está llamada á consolidar. 



Pero no son sblo Jueces, Magistrados y Fiscales los minis- 
tros de la ley: ésta logra e1 mayor arraigo y da los más ópi- 
mos frutos cuando obtiene el respeto y conquista el concurso 
de todos los ciudadanos. Sin esa continua, fecunda, desintere- 

sada colaboración que identifica en un mismo patriótico em - 
peño 6 las clases directoras y á las dirigidas, á los que ejecu - 
tan el Derecho y á los que lo invocan, en defensa social aqué- 
llos, como amparo personal éstos, desarrollando y fortalecien- 

do la integridad del orden jurídico unos y otros, no es posible 
halagar esperanzas de vida colectiva regular, potente y prós - 
pera. Oficio es del legislador el concertar sus ordenamientos 

con arreglo al sentido y la tendencia dominantes en el pueblo 
para el cual legisla, garantizando así los aciertos que promue - 
ven el asentimiento de la conciencia social. Pero á su vez no 
han de olvidar los pueblos que el deber de gobernar, en cuanto 

gobierno significa disciplina, á un tiempo mismo ejercicio de 
poderes y resguardo tutelar de libertades, convivencia, bajo 

instituciones comunes, de relaciones mutuas y de requerimien- 

tos recíprocos, alcanza ineludiblemente á todos, los de arriba, 

10s de enmedio y los de abajo, y que cada cual, dentro de su 
respectivo circulo de acción, está comprometido á reforzar el 
espíritu público en pro de la  solidaridad de derecho con que 

los lazos de nacionalidad nos unen, nos compenetran, nos es- 

timYlan y en ocasiones nos apremian. 
Lícito ha de ser, por ello, lamentar que no siempre los ele- 

mentos sociales de mayor empuje-la prensa, por eiemplo- 
fomente, como á todos conviene, el acatamiento de las leyes, 

educando á las muchedumbres en las prácticas salvadoras de 

una disciplina jurídica inflexible, sin la cual lo que empieza en 



mera censura truécase pronto en airada protesta, y no mucho 

más tarde en rebeldía mansa 6 violenta, trámites de un proce- 
so morboso, á través del cual se manifiesta, al fin, como sinto- 

ma de muerte, la gangrena del cuerpo social que atrofia sus 

energías, emponzoñando las inteligencias ... 
Si las ideas recientemente expuestas sobre el encubrimiento 

llegaran alguna vez á prevalecer, habría sufrido honda y qui- 
zás incurable herida la  justicia penal, porque son muy raros 

los casos en que el autor del delito se presenta espontánea- 
mente, sometiéndose á los Tribunales. En todos los pueblos 
se considera obligación elemental del ciudadano auxiliar la 

acción de la justicia: donde se desconozca 6 se niegue esa obli- 
gación, no hay defensa social posible, ni se concibe el Estado. 

Estimar ignominiosa la denuncia es carecer del instinto de 
conservación y aun del concepto del honor. Erigido un hecho 

en delito, no cabe matizarlo con aspectos que, dentro de su 

filiación criminal, lo coloquen en situación más Ó menos ven- 

tajosa ante el juicio público. Disquisiciones que conduzcan á 

deducir la consecuencia de que puede haber «delincuentes 
honrados* serán, sin duda, materia utilizable en las páginas 

de una novela 6 entre los bastidores de un escenario; pero 
expondrán á graves peligros de desquiciamiento orgánico la 

vida, necesariamente condicionada, de las naciones. 
Y aun esos mismos líricos alardes de una musa extraviada, 

que fantasea la hidalguía, l a  generosidad, «el al truísmo~, pa- 

labra tan en boga desde que la inventó Comte con el propbsi- 
to de afirmar que «el deber y l a  dichaconsisten únicamente en 
vivir para otro», se desvanecen y reducen á sus naturales pro- 

porciones, en relación con las justas severidades de la  ley, 
cuando desde el pentágrama en que resuenan como notas de 

u n  himno á la filantropía, se transportan á aplicaciones menos 

románticas, más positivas, mejor acordadas con el interés 



general, que no puede ser atropellado, violado, escarnecido á 
cambio de una ilegítima conveniencia personalísima, amparada 

con notoria infracción de todo principio moral y de Derecho. 
Los que enaltecen al encubridor del que arrancó la vida á 

uno 6 á muchos de sus semejantes, los que ponen sobre la 
seguridad de las instituciones fundamentales de una nación e l  

amor al prójimo, la piedad que dicen debida al que procuró la 

impunidad del asesino, cuidan de mixtificar su actitud, rebelde 
al precepto escrito y contraria á la  ética misma de la justicia, 
disfrazándola con los nombres más sugestivos y atribuyéndole 

los móviles más deslumbradores. Así no es empresa ardua 
despistar al vulgo, para quien llega á constituir horrenda cruel- 
dad el cumplimiento estricto de textos indeclinables; tanto más, 
cuanto que no arraiga entre nosotros la buena costumbre de 
ayudar á los Tribunales en la investigación de los delitos, y de 
antiguo viene la insana propensión de nuestro pueblo á hacer 
escarnio de alguaciles y corchetes. 

Pero esos nuevos caballeros andantes que, como el man- 
chego, velan las armas en las ventas, no en los castillos, acaso 
se  escandalizaran, sobre todo si pasan por personas cultas y 
blasonan de rectitud exquisita y de hábitos austeros, viéndose 
acusados de proteger á un ladrón 6 de dar hospitalidad á un 

proxeneta ... Contradicción notoria que demuestra hasta dónde 
puede llevarnos la subversión de ideas que se observa en torno 

nuestro ... Toda explotación del diccionario del vituperio ha sido 
poca para condenar la inevitable persecución de un encubri- 
miento'confesado; se  nos ha abarrotado los oídos con frases 

dulzonas en pro del encubridor, tachando á legisladores y jue- 

ces de enemigos de Cristo y gritando á coro que sus absurdas 
prácticas envuelven una esotérica lección de miseria de espi- 

ritu, una cobarde propaganda de egoísmo y una ruin, lanci- 
nante y grosera mezquindad de corazón. <La  misericordia- 

2 



se  ha dicho jeremíacamente-tiene prevenida su celda en la 
c&rcel, acaso su cadena en el presidio ... B 

Las consecuencias de estas incomprensibles aberraciones de  
una metafísica que confunde lastimosamente los tdrminos del 

problema, tal vez porque ale parece duro caso hacer esclavos 

4 los que naturaleza hizo libres*, suelen obligar á reconocer, 
al fin, que .el hacer bien á villanos es echar agua en el marB. 
Don Quijote libertb á los galeotes y los galeotes le apedrearon 

y desnudaron á Sancho. L a  sociedad que tales enseñanzas di- 
funde, sufre siempre el castigo correspondiente. Los mismos 
6rganos de opinibn que defendieron y hasta ensalzaron al encu- 
bridor de uno de esos fragorosos delitos antisociales, que por 
su típica maldad debieran promover las más rigurosas perse- 

cuciones, como provocan la más viva reprobación de todo espl- 
ritu sano, han pedido luego, empleando todas las vocrs de sus 
cien trompetas, que se presenten á declarar cuantos sepan algo 

del crimen de la calle de Tudescos y que se señale con se lo 

de ignominia á los que en la cortijería andaluza han prestado 
apoyo b dado asilo al bandido Pernales. É importa preguntar: 

¿por qud se santifica en uno lo que se execra y anatematiza en 

otros? El  encubrimiento es igual siempre, y más que secuela del 
delito á que se adhiere, constituye por sí-y tal debe conside- 

rarse en la reforma penal, ya urgente-un delito más á repri- 

mir en nombre de los dogmas del Derecho y de la  Moral social. 
Al apreciar los hábitos y tendencias que han cristalizado 

contra la recta Adrninistracibn de justicia, ennegreciendo sus 

horizontes y entorpeciendo su acción en el año judicial que me 
incumbe reseñar, no podía prescindir, Excmo. Sr., de refe- 
rirme á este extremo, digno de ser depurado en el crisol del vi- 
gente alegalismo~, que alguien rechazará por atávico b escépti- 

co; pero que es médula, entraña, substancia y enjundia de 

nuestro estado de derecho. 



Y debo apresurarme á consignar que, aun luchando con ta- 

mañas dificultades, es á saber, teniendo que sobreponerse á los 
prejuicios irreflexivos é insolentes de una opinión formada con 
el vaho de los más peligrosos errores, los encargados de admi- 

nistrar justicia han respondido dignamente á las rudas exigen- 

cias de su misibn, como acreditan, de un lado, el número de 
causas falladas y de otro, la calidad de los fallos recaídos. Con- 
forme advertirá V. E., en general, el enjuiciamiento es rápido 

en todas las Audiencias, y la casación, más que á desfacer en- 

tuertos de voluntad ó de entendimiento, dedícase con esforzado 

celo á resolver justificadas dudas de hermenéutica legal. 
Enriquecida la jurisprudencia de este Tribunal Supremo con 

renovados testimonios de su sabiduría, cúmpleme hacer expre- 

sa  mención de algunas interesantes sentencias por el mismo 
dictadas en casos que hasta hoy no habían sido objeto de las 

decisiones á que habré de referirme. 

Y vaya por delante la que pone término á la cuestión ha 
tiempo suscitada en orden al  carácter de ;los Ministros de la  
Corona para los efectos de las injurias ó calumnias que se les 

dirijan. Contra lo que se había sostenido á partir de la base 

de que sólo es autoridad el que ejerce jurisdicción-y los Mi- 
nistros no la ejercen por sí,-acaba de declararse que adentro 
del concepto generico de autoridades se  encuentran compren- 

-didos los Ministros, atendida, no precisamente su alta repre- 
sentación en el sistema constitucional, sino la índole de las 

funciones de verdadera potestad que la Constitución les enco- 
mienda, haciendoles responsables de todos los actos de la Co- 

rona, que, para su  eficaz complemento, necesitan ser refrenda- 



dos por aqu6llos, como condición indispensable para el ejerci- 

cio de todas las facultades atribuidas al Poder Realr. Así lo 
propuso esta Fiscalía, definiendo l a  autoridad como ~personi- 
ficación del Poderw, en cuyo sentido quien personifica el Po- 

der Real, en cuanto á sus manifestaciones imperativas, entra 

forzosamente en aquella denominación, al tenor de los artícu- 

los 50 y 54 del Codigo fundamental de la Monarquía, que con- 
sagran la .autoridad. del Rey para todos los fines á que se  ex- 
tienden las prerrogativas en tales preceptos registradas. 

--r 
4 :. Otra feliz iniciativa del Ministerio fiscal-y ésta en mat / 

*-ha contribuido también á restablecer el derecho atina- . 

damente. Desestimado por tres letrados nombrados de oficio 
un recurso de casación preparado por el marido sobreviviente, 

contra auto que le negó el derecho de pedir y obtener que se 
abriera juicio voluntario de testamentaría con su intervención, 

para la liquidación y adjudicación del caudal relicto por su 

consorte, y comunicado el recurso á esta Fiscalia á los efectos 
del art. 1.715 de la ley de Enjuiciamiento civil, se acordó in- 
terponerlo en beneficio del recurrente, habiendose logrado la 

casación del uto recurrido. % Fundábase éste en que el cónyuge supérstite se encontraba 
divorciado de su esposa por sentencia firme del Tribunal ecle- 

siástico de la diócesis, en la que se  declaraba al marido culpa- 

ble del divorcio, siendo, por tanto, uno de sus efectos, confor- 
me á lo dispuesto en el núm. 4.' del art. 73 del Código civil, l a  
separación de los bienes de la sociedad conyugal y l a  pérdida 
-de la administración de los de la mujer; en que estaba pen- 
diente de resolución una apelación interpuesta por el recla- 
mante contra providencia del Juzgado de primera instancia en 

l a  pieza de administración del caudal hereditario, formada 

.por consecuencia de juicio ordinario de mayor cuantía instado 



por la divorciada para la  ejecución de la  sentencia de divorcio 

con el fin de liquidar l a  sociedad de gananciales, providencia 
por la  que se negó al  marido la facultad de administrar; y en 

que, impugnado por los herederos de su esposa el derecho por 
él invocado, existía por esa impugnación una cuestión previa 
á resolver en juicio ordinario, criterio conforme con lo sancio- 

nado por el Tribunal Supremo en sentencias de 29 de Septiem- 
bre de 1877 y 31 de Enero de 1884. 

Esta Fiscalía alegó como motivo &e casación la infracción 

del núm. 2.' del art. 1.038 de la ley de Enjuiciamiento civil, 
precepto que, á pesar de estar contenido en una ley de carác- 
ter adjetivo, no se refiere exclusivamente al procedimiento, 

sino que tiene un marcado carácter sustantivo, pues atribuye 

al cónyuge viudo un derecho no definido en ninguna otra, á 

cuyo ejercicio no puede afectar en nada la sentencia de divor- 

c i o g a  porque la ley, al reconocerlo, no ha establecido limi- 
tación alguna, como lo hace ea otros casos en que ha querido 

exigir determinadas condiciones al cónyuge superviviente 
(artículos 906 y 907 de la ya  citada de Enjuiciamiento), ya 
porque subsiste en toda su integridad la razón que movió al 
legislador á su concesión. A lo que es de agregar que ni el 

precepto legal hace distinción de casos, ni, aunque la hiciera, 
cabría negar su derecho al cónyuge viudo sin desconocer el 
alcance del articulo 73 del Código civil y de cuantos se refie- 
ren á la liquidación de la  sociedad de gananciales y á la  
separación de los bienes de los cónvuges en sus capítulos V, 

secciones 6." y 7.", y VI, del título 111, libro IV, así como que la 
doctrina establecida por las sentencias de zg de Septiembre 
de 1877 y 31 de Enero de 1884 ninguna aplicación puede tener, 

por cuanto aquéllas atañen á juicios promovidos por perso- 
nas que se titulaban herederas sin estar designadas nominalmen- 

te en el testamento, ni  haber sido declaradas tales por Tribuiial 



competente, es decir, por quienes no tenían la cualidad exigida 

por l a  ley procesal, mientras en el caso de autos la cualidad 
de cónyuge del reclamante no ha sido puesta en duda, y por 
tanto, no pueden serle negados los derechos que en tal con- 

cepto l e  asisten; alegaciones todas que la Sala primera del 

Tribunal Supremo estimó procedentes, declarando, en el único 
considerando de su sentencia, que es parte legítima para pro- 

mover el juicio voluntario el cónyuge sobreviviente, en confor- 

midad al núm. 2 . O  del art. 1.038 de la ley de Enjuiciamiento 
civil, sin que este precepto, preciso y terminante, imponga á 

quien reuna aquella circunstancia condicibn de ninguna clase 
para el ejercicio de tal derecho mientras subsista la finalidad 

del juicio y no se haya, por tanto, liquidado la sociedad legal 
de gananciales. (Y como quiera-añade-que en el caso del 

presente recurso no consta que esto haya tenido lugar, aunque 

la esposa divorciada interpuso demanda para llevar á efecto la 
sentencia de divorcio en cuanto á la separación de bienes y 

entrega de los parafernales, es manifiesto el derecho del cbn- 
yuge viudo para promover el juicio de que se trata, sin que 

obste la circunstancia de haberse pronunciado dicha sentencia 
de divorcio, que produjo la separacibn de los bienes de la so- 

ciedad conyugal, porque no habiéndose practicado l a  liquida- 
ción y división, como se ha indicado, la  facultad concedida al  

cónyuge por el artículo 1.038 no está limitada por tal estado 
de derecho. B 

Hora es ya de apreciar, Excmo. Sr., los resultados de la ley 

de 23 de Marzo del año último, que sustrajo de la competen- 
cia del Jurado y encomendb al Tribunal de Derecbo los deli- 

tos contra la  integridad de la Patria y los ultrajes á la Nación 
6 á las Regiones. Y preciso es decir, estudiando la tesis úni- 

camente desde este punto de vista, sin reproducir debates en 



su sazón mantenidos con otras orientaciones y para otros fines, 
que la impunidad consagrada sistemáticamente por el Jurado 

para tales hechos, ha sido justa y convenientemente reempla- 
zada por sentencias condenatorias, de cuya ejemplaridad no 
hay derecho á dudar, atajándose de tal suerte las procacida- 

des de cierta clase de prensa periódica y amparando el orden 
piliblico y la cordialidad de relaciones exigible entre ciudada- 

nos de una misma nación, que por igual comparten derechos e 

y prestigios á la  sombra de la propia bandera. 
Esforzóse el Gobierno, iniciador de aquella ley, en deter- 

minar su alcance, aquilatando el valor de sus prevenciones, á 
fin de ahuyentar todo recelo de persecución á la tendencia, de 

castigo á la doctrina, de delincuencia por el pensamiento. aNo 
hay delito-dijo la  Real orden de la Presidencia del Consejo 

de Ministros, fecha 23 de Abril de 1906,-más que en el he- 

cho, y en el hecho definido, claro y terminante: en el ataque 
armado contra la Patria, en el ultraje contra la Nación, en la 
injuria ú ofensa contra el Ejército y la Armada y en la apolo- 
gía de esos delitos.» < L a  libre exposición de las aspiraciones 
regionales-se añadió-está expresamente reconocida en la 

ley., 
Y, en efecto, así entendida ésta, con interpretación más 6 

menos justificada, no puede inspirar la  repugnancia con que 

fué recibida por los que creyeron que de alguna manera se 
trataba de desnaturalizar el régimen ampliamente liberal en- 

tre nosotros vigente. Publicista poco sospechoso de profesar 
exagerados gubernamentalismos, ha escrito que no pueden to- 
lerarse los desbordamientos de pasión con su sobrehaz de in- 

jurias, y ha pedido diques para contener «esas riadas de ma- 
lignidad que no tienen parentesco alguno con las ideas nobles 
y que vieneii á ser el légamo de todas las doctrinas*. Cuando 

la pluma se emplea en la difamación de la Patria, de  sus pun- 



tos no brotan sino excrecencias insanas de un principio bas- 

tardeado. ¿Cómo invocar, para defenderlas, la libertad del pen- 
samiento? 

Y perdone V. E. que á consideraciones propias, que alguien 

miraría quizás bajo el prisma de determinada filiación políti- 

ca, prefiera ajenos razonamientos, que vienen de lejos, coinci- 

diendo, á pesar de su origen y linaje, en soluciones que no 
pueden ser extrañas á ningún hombre de Gobierno. 

Pensadores radicales han dicho: <Hay tolerancias que son 

nocivas. Mientras las aspiraciones de los hombres se mantie- 

nen en el campo de lo impersonal, y se combaten las ideas 
con ideas, los resultados son fructíferos, pues del choque de 

opiniones encontradas nace el progreso. Si  la pugna descien- 
de al terreno de lo mezquinamente personal y á los argumen- 
tos se anteponen los agravios y se hace arma de la ofensa, el 

Estado no puede pcrtnaiaecer inactivo, porque de su lenidad flui- 

ría el desconcierto y de su tolerancia nacería la atomización 
de la  nacionalidad, convertida en palenque de rencillas des- 

preciables~. 

Y localizando el argumento han agregado: «Precisamente el 
carácter especial de nuestras leyes permite que en todos los 

órdenes de la vida medre un matonismo que se impone por la 

violencia y logra retraer á los que no quieren hallarse someti- 

dos á injurias ó ataques de otro género. Así, mucha gente va- 

liosa deja de aportar su concurso á una labor que debiera ser 

wmfm, y en todas partes se alza boyante una minoría alboro- 

tadora que vive explotando la prudencia ajena y halla razones 

en la parte del léxico que no usan más que las gentes de peor 
condición socia;. Es preciso que vayamos buscándole las vuel- 

tas á esta dolencia para rematarla cuanto antes sea posible,. 

% Un desdichado artículo publicado en el periódico catalhn Lo 

'<' Tralla, y que súlo alcanzó resonancia por la vileza de su inten- 



ción al querer inferir 4 la mujer castellana, y en ella á todas 

las de la región de Castilla, el ultraje de una liviandad ingé- 
nita contraria á toda noción de honestidad, de decoro y de  
fidelidad dentro del matrimonio, ha dado ocasión á la Audien- 

cia de Barcelona primero, al Tribunal Supremo después, para 
volver por los fueros de la dignidad de la Patria, condenando 
al procesado á severa pena-dos años, cuatro meses y un dla 

de prisión correccional-por entender que dicho artículo, inten- 

tando manchar la honra de la  mujer castellana, por ser caste- 

llana, proponíase cubrir de oprobio una región de España, 

personificada, al efecto, en la mujer, persiguiéndose así una 

verdadera campaña separatista, atentatoria á lo que es y cons- 

tituye la Patria española, delito comprendido en el art. z.', 
párrafo z." de la citada ley.-La Patria es algo más que la 

mera demarcación geográ6ca, que un modernismo caótico des- 

deña como resto de barbarie. 

Engendrado en los antros de esa mentalidad tenebrosa, ha 

surgido también, audaz y temerario, el terrorismo de que ha 
sido trágico teatro la capital de Cataluña. En el año que acaba 

de transcurrir han aumentado considerablemente los delitos de 

esta especie. Ocho bombas estallaron en las calles de Barce- 
lona y cuatro fueron recogidas antes de explotar. Sobre las 

causas de este aumento de criminalidad razona hábilmente el 

Fiscal de aquella Audiencia. 

cFigura en primer término-dice-el perfeccionamiento de 

10s aparatos destructores. Antes no se conocían más que las 
bombas llamadas Orsini y las de mecha, y para arrojar aqué- 
llas Ó encender estas, el delincuente se exhibía y corría gran- 
dísimo riesgo, al paso que ahora las de inversión ó las de tiempo 

permiten al criminal colocarlas en donde quiera y alejarse sin 

riesgo alguno para su persona ni temor á ser descubierto. Es 



posible tambitn, como ha ocurrido en el año último, transpor- 
tarlas dentro de un cubo 6 balde 6 en una cesta, con lo que no 

se  despiertan sospechas ni de la policía ni de los transeuntes. 
Es facilísimo darles la apariencia de objetos inofensivos, y de 

ello es buena prueba la de la calle de Bot, que se confundib 

con un adoquín, y la de la calle de la Bcqueria, que se juzgó 
era una caja de hoja de lata de las que usan los pintores para 

envase de aceite de linaza. Esta facilidad en el transporte de 

los explosivos y de darles apariencia engaííosa, dificulta en 
extremo la vigilancia de la policía en la vía pública y casi ga- 

rantiza la impunidad del delincuente, que obra á mansalva y 
sobre seguro, lo cual alienta al crimen de una manera podero- 
sa. Es  necesario que ocurra el hecho fortuito y extraordinario 

de Jcsé Forcadell, á quien le explotó la bomba en la mano, para 

que el delincuente sea cogido s'n frngnnti; pero caso como ése 
no se registra ningún otro en el ya largo catálogo de bombas 
en B ircelona. 

.Otro de los motivos qlie facilitan la r-iteración de esos de- 
litos consiste en la falta de vigilancia de los zaguanes de las 

casas de la ciudad vieja, y aunque el hecho no es nuevo ni 
mucho mecos, debe aquí mencionarse, porque todas las bom- 
bas del año último fueron puestas en la Barcelona antigua y 

los sumarios acreditan, según es de dominio público, que casi 
todas, con rarísima excepción, las colocaron dentro de los za- 

guanes ó portales de casas sin porterías, contra lo que antes 

ocurría, que los explosivos los ponían siempre en l a  calle y 

casi de ordinario junto á los bordillos de las aceras 6 en los 

urinarios. E l  actual Gobernador civil de la provincia mand6 
que los zaguanes estuvieran vigilados, ya que en el ensanche, 
donde todas las casas tienen porteros, no se ha registrado, en 

el año último, que en ellas se hayan puesto explosivos. No 

contó seguramente el Gobernador con el egoísmo de los pro- 



pietarios y l a  indiferencia de los inquilinos. El bando no se ha 

obedecido. 
.La apatfa y la inercia de los habitantes de Barcelona ante 

los crímenes terroristas se ha patentizado más en el año últi- 
mo que en los anteriores. Los edictos que han publicado los 
Jueces de instrucción excitando al vecindario para que facili- 

tasen datos, noticias, indicios, sospechas, y aun meras conje- 

turas que tuviesen acerca de esos atentados, no han producido 
efecto alguno: nadie absolutamente se  ha acercado al Juzgado 

para prestar su concurso á la  acción de l a  justicia. Cuando en 

años anteriores ocurría un delito de ese género, se notaba, es- 
pecialmente en las Ramblas, menor afluencia de gente en los 

días subsiguientes: ese retraimiento ya no se observa. Parece 

que nos vamos habituando á las bombas. 

»La antigua y deficiente policía descubrió á Rull como cul- 
pable de la colocacibn de un explosivo en un urinario de la  

Rambla de las Flores, que luego estalló en. el Palacio de Jus- 

ticia, y á Picoret, Miranda y otros como responsables de la 
colocación de bombas en  la montaña del Coll. L a  policía nue- 

va ha descubierto á Marcé como fabricante de envases para la 

confección de bombas y á Forcadell como portador de uno de 
esos aparatos, que explotó en la calle de Canoda. El  número 
de servicios es idéntico, pero en el año último hubo más 

bombas que en los anteriores.» 

Por fortuna, existe hoy fundado motivo para esperar que la 

acción de la  justicia será, al fin, fecunda en resultados positi- 

vos, gracias al procedimiento que actualmente se instruye 

contra el propio Rull y otros terroristas. 7'. h lograr esa ventaja concurre, desde luego, la oportuna ini- 
Y' ciativa del Gobierno, que declaró en suspenso el juicio por ju- 

rados, en las provincias de Barcelona y Gerona, respecto de los 

delitos comprendidos en los artículos 1.' al 8." de la ley que 



lo regula. Sirvióse V. E. pedir informe á esta Fiscalía y hube 

de emitirlo personalmente, estimando de necesidad imperiosa 
la  adopción de la medida propuesta, ante el estado social de 

perturbación y alarma creado en aquellas provincias, singular- 
mente en la primera, estado que interrumpió la normalidad de 
su vida, originando el caso excepcional y extraordinario á que 

se refiere la primera de las disposiciones especiales, párrafo 2." 

de dicha ley. 
 basta-dije-fijar la atención serena é imparcialmente en  

los hechos reiteradamente producidos en aquella región de 
España donde el desenfreno de la maldad ha llegado á dar 

carta de naturaleza á los más terribles atentados contra la se- 
guridad de cosas y personas, para deducir l a  gravedad del mal 

y el apremio con que .&te exige se apele á remedios extremos 
4 fin de restablecer el derecho quebrantado y devolver a los 

espíritus la tranquilidad perdida á través de un período de 
inquietud constante. 

»Nacida la institución del Juradoal amparo de principios que 

la recsmiendan como válvula de expansión al juicio piiblico, 

llamado á intervenir en la  función de la justicia para armoni- 
zar el cumplimiento de las leyes con los dictados de la con- 

ciencia social mediante una compenetración completa de altos 
fines colectivos, á nadie se ocultan las dificultades que entor- 

pecen la acción del Juez de hecho cuando la amenaza cohibe 

su ánimo y el terror influye en sus determinaciones, buscando 
la propia inmunidad en la impunidad otorgada á ciegas por el 
miedo. No es entonces el Jurado el sostén más firme ni el 
auxiliar más apto de los derechos y la libertad de los pueblos. 

,Tal debe interpretarse, sin duda, la filosofía del precepto 
contenido en la disposición especial antes citada, que autoriza 

la  suspensión de esta clase de juicio, si existe fundamento ra- 

cional para temer que no actGen los que en ellos intervienen 



con la rectitud y el desembarazo, con la justificacibn y la li- 

bertad que son prendas de acierto y garantía suprema de jus- 

ticia. 
»Y como el recelo de que así sucede en dichas provincias está 

plenamente evidenciado por la  anómala situación de malestar 
y desasosiego á que se ven condenados sus habitantes de algún 

tiempo á la fecha, urge manifiestamente que á ella se ponga 

término, satisfaciendo los anhelos de la  opinibn, que tan ex- 
presivamente ha comentado recientes fallos relativos á hechos 
comprendidos .en la ley sobre represibn de los delitos cometi- 

dos por medio de explosivo s.^ 
E n  Madrid ha habido también necesidad de aplicarla, con 

motivo de la causa instruida por el regicidio frustrado de 31 

de Mayo de 1906. ]Á qué tristes consideraciones se presta la 
reiteracibn de estos nefandos actos de cruento salvajismo! ..... 
La misma sentencia del Tribunal de derecho que ha absuelto 

á uno de los procesados, cuyas propagandas ácratas son noto- 
rias y habituales, se duele de que la legislacibn prive de me- 

dios para castigarlas. Y en efecto, no cabe desconocer que la 
difusión del anarquismo es por sí sola excitación directa al 

delito y materia punitiva por consiguiente. ¿Cómo no, si de 

tal modo se pretende educarnos en el odio á las organizaciones 

vigentes hasta el extremo de atestar que son meritorios y al- 

tamente humanitarios el asesinato, el incendio, la destrucción, 
el estrago en todos sus aspectos, á cuya feroz ejecucibn se 

empuja á los fanáticos, señalándoles la víctima, cuando la 
exalt~ción de espíritus así predispuestos llega al  período 61- 

gido del paroxismo y su vacilante voluntad queda avasallada 
por la obsesión de un heroísmo que se  les pinta como reden- 
tor, ó por las amenazas con que se  les conmina dentro de la 

propia secta? ... 
Su arma más poderosa, á juicio de un experto Magistrado, el 



Sr. Pozzi, autor de un folleto muy interesante, no es otra que 

el terror que han sabido inspirar á todos los demás ciudada- 

nos, los cuales ven con dolor y espanto sucederse los crímenes 
anarquistas, sin que, por unas ú otras causas, sean debidamen- 
te  reprimidos. 

Tres hechos consigna el celoso y sagaz ex Fiscal de la Au- 
diencia de Barcelona, que no resisto á reproducir: 1.' Que du- 

rante todo el tiempo que estuvo en vigor la  ley de 2 de Sep- 

tiembre de 1896 y dos años más no hubo que lamentar ningún 
atentado cometido por roedio de explosivos. 2.' Que, una vez 

caducada dicha ley, se reprodujeron los atentados, sin que 
haya bastado á impedirlos la de 10 de Julio de 1894. 3." Que 

ejecutados esos crímenes por los lihertarios, cuentan, como 
auxiliares y protectores, que sabrán valerse de ellos, en su día, 

con otros elementos.....-Cuya alianza-hay que añadir-pone 

bien de manifiesto el proceso de 31 de Mayo, á poco que en sus 
folios se profundice con sereno afán de conocer la génesis y 
propulsiones del delito. 

Para defendernos, ues necesario-dice el Sr. Pozzi-deste- 

rrar el miedo y acometer de frente contra esa banda de asesinos 
que, ocultos en la sombra, hieren, matan y arruinan, rompen 

los lazos de la familia, maldicen de la propiedad, de los Gobier- 

nos, de la Religión y de la  Patria y aspiran á sepultar el mundo 

en un abismo de sangre y lodo. .... P 
Excelente fu6 el ejemplo que en 1872 se di6 desde las altu- 

ras del Poder, figurando á la cabeza de un Gobierno revolucio- 
nario el Sr. Sagasta, al declarar comprendida la Internacional 

en las sanciones de las leyes penales. Y todavía con mayor 
elocuencia y eficacia se destaca el decreto de la República de 

11 de Enero de 1874, por el cual se mandó disolver todas las 

Sociedades y reuniones políticas en las que de palabra ú obra 

se  conspirase acontra la seguridad pública, los sagrados inte- 



reses de la Patria, la  integridad del territorio español y el po- 
der  constituido^. 

Reconocidas están en  nuestros Códigos todas las libertades; 

pero ¿hay pretexto para respetar una libertad que signifique 

manarquíau, es decir, atropello de todos los derechos, olvido de 
todos los deberes, harapos de todas las ideas, escombros de to- 
das las instituciones, escuela de todos los crímenes, protesta 
viva y violenta de toda ley? .... 4Puede tampoco invocar la ley 
en su amparo el que de conculcarla y escarnecerla hace dogma 

y principio de conducta?.. .. 
Conviene observar además que no siempre los atentados 

anarquistas han tenido por instrumento los explosivos. Y es 
preciso castigarlos en razón á su fin, aun prescindiendo del 

medio que se emplee: D. Alfonso XII, Sadi Carnot, Cánovas 

del Castillo, la Emperatriz de Austria, el Rey Humberto, Mac- 

Kinley, D. Antonio Maura, no fueron agredidos con bombas. Y 
no obstante, es imposible descartar del delito un factor que lo 
caracteriza agudizándolo: tras las personas heridas ó muertas, 
aparece siempre, vejado y deprimido, el principio de autori- 

dad, que encarna en el Jefe de un Estado ó de un Gobierno. Y 
eso exige una reparación más intensa, más vigorosa, más acti- 

va. A no recordar que aún distamos poco de los tiempos en que 

el gran ironista Quincey discurría sobre ala supresión de la vir- 

tud*, se hacía lenguas de la U Asociación para proteger el vicio, 
y de la =Sociedad de peritos asesinos* y disertaba sobre la es- 
tética de lo espeluznante, considerando ael asesinato como una 
de las bellas artess.-<Espíritus fuertes, hay en nuestros días 

capaces de fundar sobre un sarcasmo todo un sistema filosófico. 

Según el Fiscal de la Audiencia de Sevilla, e- '+ 
es hoy alarmante en aquella región. Las  campañas de todos 
los Gobiernos han sido impotentes para refrenarlo; encornen- 



dadas á la Guardia civil, que mató en lucha en los campos á 

multitud de bandoleros, es de notar el tiempo invertido en 
- hallarlos, á veces de años, como a l  Vivillo, de quien se dice 

que se ha retirado plácidamente á la vida privada, sin sa- 

lir de Andalucía, donde apenas desaparece un bandido surge 

otro de la misma fama. 
Se ha conseguido levantar el ánimo de los campesinos hon- 

rados y que los bandidos se oculten; pero éstos cuentan con 
el apoyo de gran parte de aquéllos, que se les asocian á cam- 
bio de utilidades, con las que se convierten de jornaleros en 

arrendatarios. Se cree, quizás con exageración, que importa 
en la provincia de Sevilla tres millones de pesetas el robo de 
ganados. Muchos de los antiguos arrendatarios de cortijos hu- 

yen empobrecidos 6 ante el temor de empobrecer, pues los 

bandidos les roban las caballerías cuando no les auxilian y los 

cortijos pasan en arrendamiento á cómplices ó encubridores 

de los ladrones, que pagan más, con lo cual los propietarios 
contribuyen, acaso inconscientemente, al encubrimiento. Por 

otro lado, los caseros, 6 cambio de dar de comer á los ban- 
didos, cuando se presentan, ó de alguna cabeza de ganado me- 

nor, esquivan toda molestia y viven tranquilos. 
Esta penetración pacífica del bandolerismo paraliza el traba- 

jo, pues los obreros son forasteros y de confianza de los bandi- 

d o ~ .  Los pastores engañan á la Guardia civil y albergan tam- 
bién á los criminales, ya por odio al rico, ya por recompenea. 

¿Qué hacer para contrarrestar los efectos de una impunidad 
así protegida vigorosamente? El aludido fuiicionario propone 

que se revisen los expedientes de agentes y guardas jurados 

para nombrar gente útil y honrada y principalmente que se 
reforme el Código penal, creando un delito especial de encu- 

brimiento del bandolerismo (reos habituales de robo en despo- 

blado y de amenazas exigiendo cantidad), <pues es deficiente 



-dice-el art. 16 y su peda ridícula para este caso (multa 

hasta;rso pesetas),, estimando que cdebe penarse con el grado 
mínimo del presidio correccional si el delito encubierto es de 

los niimeros 4." y 5.' del art. 516, de hurto de caballerías en 
despoblado y de amenazas exigiendo cantidad previsto en el  

núm. 1.0 del 507, ya se verifique albergando ú ocultando al 
culpable 6 aprovechando ó auxiliando 4 aprovechar los efectos 
del delito ii ocultár>.dolos 6 inutilizándolos, pena imponible en 

el grado superior y con inhabilitación especial temporal á los 
funcionarios públicos y autoridades; debiendo definirse cuáles 

son reos habituales: los que en cinco años hayan sido conde- 
nados 6 estén rebeldes tres 6 más veces en los citados de- 

litos,. 
E n  el delito especial se comprendería, según su dictamen, el 

encubrimiento pactado antes de cometer el delito:  hoy se 
pacta antes-arguye,-pero esto no basta para convertirlo en  
complicidad, pues el encubridor no toma parte alguna en el 
hecho, que ignora hasta dónde se va á cometer,. 

L a  competencia para conocer del delito especial debería ' 

corresponder al Tribunal de Derecho, ya que encomendarla a l  

Jurado sería peligroso, atendido el gran número de encubrido- 

res que se ocultan entrc los hombres honrados. 
A la impunidad contribuye también, en sentir del Fiscal de 

Sevilla, la facilidad con que los cuatreros obtienen las guías, 

que les sirven para recatar sus robos de caballerías y aun el 
encubrimiento que prestan á los bandidos en los que éstos 

cometkn. 
' <De aquellos documentos-escribe-debe hacerse un tráfico 

\ '  

/ 
' escandaloso, y lo presumo porque en causa instruida por robo 

de caballerías que se supone cometido por los bandidos Vivi- 

110, Niño Gloria y otro, dos. de cuyas caballerías se encontra- 
ron en poder de un chalán 6 cuatrero, éste presentó una guia 

3 



deadquisicibn, y de las diligencias practicadas aparece que el 
supuesto vendedor no existe, á pesar de que en ella se citaba 
la fecha y el número del talón de su cédula personal, que, en 
efecto, se  expidió., 

E l  Código, realmente, no previó el caso de la falsedad co- 

metida en la expendición de guías, y de ahí que, considerán- 
dolas como documentos públicos, cuyo carácter tienen, puesto 
que están expedidas por funcionario público, se creyera que su 
penalidad era la determinada por el art. 3 14, que establece pe- 
nas excesivas, desproporcionadas con la importancia, gravedad 

y transcendencia del hecho y el propósito criminal de sus 
autores. Por lo cual, sin duda, el Tribunal Supremo ha es- 
tablecido que aquella falsedad no debe castigarse con la pena 
del referido artículo, sino con las de la sección 3.8, capítulo IV, 
título IV, libro 11, que se contrae á la falsificación de cédulas 

de vecindad y certificados, á pesar de que en ninguno de sus 
artículos se halla taxativamente prevista l a  falsificación de las 

guías, que ni son cédulas de vecindad ni certificados propia- 
mente. Esa omisión podría suplirse previniendo para las fal- 
sedades cometidas en las guías penas en armonía con el fin 
criminal á que tienden, que es el de encubrir el delito de robo 
de caballerías, facilitando al delincuente el medio de aprove- 
charse de los efectos de aquél; penas que no s610 debieran al- 
canzar á los autores de la falsificación, sino á los que hicieran 

uso de las guías falsificadas y á los que en su expendición no 
cumplieren los requisitos que establecen las leyes, reglamentos 
6 disposiciones de la autoridad administrativa correspondiente. 

En la provincia de Sevilla se  han instruido en este año unas 
sesenta ó setenta causas por bandolerismo, instruyendose otras 

en Córdoba y las limítrofes. Son más frecuentes en Estepa, ' 
Écija, Osiina y Sanlúcar la  Mayor. 

Quizás la  nueva ley de justicia municipal, aun sin proponerse 



directamente este fin, sea parte principal á la extinción del 

bandolerismo, del cual, abandonado á sí propio, da á estas horas 
buena cuenta el celo, harto acreditado, del benemérito Instituto. 

Sin caer en los delirios de un absorbente feminismo total- 

\j,': mente igualitario, porque no hay injusticia más irritante que 
la que pretende hacer igual lo desigual, forzoso es conceder á 

la mujer toda la protección que su propia debilidad reclama, 
compensando en las costumbres y en  las leyes la deficiencia de 
sns medios de defensa individual á expensas de la  acción social 
y orgánica que, en función de derecho, ha de garantizar su vida, 
su interés, el respeto que merece como mujer y como madre. 

Por desgracia, hay que consignar que el número de delitos 
cometidos contra esa escogida mitad del género humano ha 

crecido en número y en gravedad durante el año último. Es- 
panta contemplar de cerca las causas incoadas por crímenes 
de sangre de que la mujer, casada ó soltera, ha sido víctima. 
L a  brutalidad del hombre se caracteriza en esta clase de crí- 
menes más que en otra alguna. E l  matón de oficio, el rufián, 

el que se impone por sus osadías de lupanar y taberna, el que 

agencia sus lucros en el tráfico vil de l a  ramera, rematan fre- 

cuentemente la asquerosa historia de sus hazañas asesinando á 

la infeliz á quien explotaron, ya porque el comercio de su  cuer- 
po no produce lo bastante á sostener los vicios del ruin faraute, 
ya porque éste se siente, en un momento de inverosímil psicolo- 
gismo, celoso de los favores que su  coima otorga y que cobra 

el. Por caminos sem-jantes llega también la muerte á la mujer 
en quien vengan positivos agravios, satisfacen fantásticos celos 

6 castigan honestas resistencias amantes 6 marid0s.Y el caso se 
presta á serias disquisiciones, quedemostrarían expresivamente 
cómo se  sigue entendiendo entre nosotros la  solidaridad del . 
amor y la navaja. 



Hablar del crimen pasional para enmascarar estas infamias, 

hacer del asesinato de mujeres leyenda que ennoblece groseros 
sadismos y exalta honores canallescos-al par que en ocasio- 
nes vindica honras conyugales, con letra de Calderón y Lope 
de Vega,-es una gran vergüenza, reveladora de negligente 

indefensión social que pide á gritos rigores de ley, inflexibili- 
dades de Jueces, reparaciones de derecho, á cuyo amparo 
cuenten con verdaderas garantías la inocencia y la seguridad 
de l a  mujer ..... 

Nada más curioso, si no fuera, por sus consecuencias, más 
abominable, que esa actitud de hombre ofendido en lo más 

íntimo de su dignidad y su decoro, á que tan frecuentemente . 

responde la agresión sanguinaria á la manceba, de quien su 

matador sospechb una uafrentosa* infidelidad... .. Y por ese res- 

quicio se va muchas veces la eficacia del Código y el Jurado 
absuelve y la masa aplaude.-;Infidelidad á qué?-El amor li- 
bre debe tener la misma libertad para concertar el contubernio 
que para romperlo. Aún se explica que el legislador absuelva 
6 poco menos al marido que mata en determinadas circunstan- 

cias. Pero ¿qué significa calzar el coturno é invocar empeños 
de honor y estímulos de vindicaciones justas, para clavar el 
puñal 6 la bala en el pecho de la hembra, que se cansó de 

mantener al  borracho, ó de soportar al cínico?.. ... Lo que L a  
Salle 11am5 ael egoísmo de dos,, no es hoy sino el vasallaje 

de uno.-Señalo la llaga, Excmo. Sr, y hago votos por que en 
la farmacopea gubernamental se faciliten remedios que la 
extirpen. 

' 
Sirva de broche á esta larga cadena de observaciones sobre 

. la administración de justicia, en sus determinaciones judicia- 

les, una rápida desviación á la  inviolabilidad del Rey, traída á 

autos civiles, en los que se di6 intemencibn al Ministerio fiscal. 



L a  doctrina por mí mantenida fué la  que entiendo únicamente 
defendible dentro del regimen político en que vivimos. 

.El Rey, en la Monarquía constitucional-escribi,-es sa- 
grado 6 inviolable, hasta tal extremo, que no cabe exigirle res- 

ponsabilidad alguna personal y directa por los actos que en el 
ejercicio de su suprema magistratura realiza. Bien es cierto 
que esa misma responsabilidad, caso de existir, no queda abso- 
lutamente borrada y anulada, porque la ley la  trasfiere 4 los 

Ministros. Y aun sin eso, es la Realeza calidad tan delicada, 

tan eminente, tan exclusiva é imperiosa en sus requerimien- 
tos 4 l a  obediencia y al respeto, que, puesta en la cumbre de 

los Poderes públicos, 6 ella no alcanzan imputaciones, ni car- 
gos, incompatibles con sus inmunidades y excepciones. Pero 

allí donde los Ministros no intervienen, y el Rey, desprendido 
de su altísima investidura, actúa meramente sobre intereses 6 

derechos de carácter civil y de índole particular y privada, la  

propia ley ha creado garantías de justicia, á cuyo amparo se 
hacen efectivas las obligaciones contratdas independientemen- 
te  de toda gestión de Gobierno y de todo atributo de soberanía. 

.La Casa Real sostiene pleitos ante los Tribunales, ora en 
vía judicial, ora en vía contencioso-administrativa. Para estos 

efectos, no es el Rey el demandado, sino su peculio, que el 

Rey ni aun administra personalmente. 
*Aplicar la inviolabilidad del Monarca á tales materias, sería 

inhabilitarle para contratar, para heredar, para disponer de sus 

bienes, para obrar, en fin, como persona jurídica en relaciones 
de derecho extrañas á la potestad Real ..... El art. 48 de la Cons- 
titución es, pues, de todo punto incongruente ...... 

Y el principio no es nuevo. E n  plena Monarquía absoluta, 
Enrique IV tuvo á gala guardar el fallo que mandó devolver 
á un mercader joyas que se declararon ama1 tomadas>. por los 
administradores 6 intendentes del Rey. 



Tanta es la  fuerza de los Tribunales, cuya personalidad apa- 

rece, por fortuna, revestida de toda la respetabilidad 6 impor- 
tancia que, como resultante de su doble funcibn fiscal y judicial, 
ejercida con ejemplar honradez y celosa competencia, los pone 
á salvo del bochornoso riesgo, por alguien apuntado, de con- 

vertirlos ante el vulgo, ilota y malicioso, en instrumento corrom- 
pido de orgías oligárquicas. ¡Triste y penoso espectáculo el 

que veja y deprime á los que vestimos la honrosa toga del Ma- 
gistrado, cuando se oye decir á los jerarcas de un zumbón inte- 
lectualismo maquiavélico que la vida y prestigios del poder 

judicial, hipotecados á la prestación de favores subterráneos, 

sufren el mayor quebranto en la práctica de las mismas leyes 
que deberían servirle de base y escudo, realce y garantía! .....- 
L a  imputación es tan dura que apenas se explica cbmo ha  pa- 
sado hasta ahora sin protesta. 



Instrucciones dadas ii los Fiscales. 

De ellas corresponde buena parte á mi docto antecesor, 

quien con pronta y experta mano acudió siempre 4 facilitar 4 
sus subordinados el acertado cumplimiento de sus deberes. 

En la persecución de los delitos contra la salud pública, en 

la averiguación y castigo de las falsificaciones de los billetes 
del Banco de España, en la rápida sustanciación de los suma- 

rios, así como en la rigurosa ejecución de las sentencias, me- 
diante la  intervención directa y constante del Ministerio fiscal 
para estos dos capitalísimos fines de la justicia, y en la misión 

especial que á aquél igualmente incumbe para invalidar, en lo 

posible, dentro de sus facultades, las perturbaciones de orden 

jurídico y social que traen consigo los progresos crecientes de 
la  vagancia, la  embriaguez y el uso de armas, tomó esta Fis- 

~alia'~1ausibIes é inteligentes iniciativas, cuya feliz inspiraci6n 

podrá V. E. comprobar en el apéndice en que van insertas. 
Con relación á las que personalmente me afectan, no he de 

añadir sino que, procurando colocarme á la  altura de un car- 
go que tantas responsabilidades impone y tan solícitos es- 
fuerzos reclama, hube de dirigirme á los dignos iridividuos del 



Ministerio fiscal apenas me posesioné de aquél, honrado por 

el nombramiento de S. M. y por la  confianza del Gobierno, 
para delinear someramente las aristas de nuestra representa- 
ción oficial y social, que con tan porfiado empeño nos invita d 
ser *el más firme baluarte de los ciudadanos y de las institu- 
ciones públicas, oponiendo resueltamente al estrago de la per- 

versidad en acción el saludable rigor de la terapéutica legal, no 
sin motivo por algunos llamada dinámica defensivas, 

A estos principios he ajustado también mi proceder, enca- 

reciendo la mayor actividad en la inspección de las causas so- 
metidas 6 la ley de explosivos, velando por el imprescindible 

enaltecimiento del principio de autoridad y saliendo a l  paso 
de toda duda en la interpretación de los artículos 6 cuerpos le- 
gales aplicables. 

L a  Real orden suscrita por V. E., restableciendo la genuina 
interpretación del art. 42, en relación con e1 75 del Código 

civil, acerca de las dos formas de matrimonio reconocidas por 
el mismo, fué motivo de singular recomendación á los Fisca- 

les para que en la vía que proceda, según los casos, promue- 

van la aplicación de los preceptos correspondientes, en  orden 
al matrimonio canónico, regulado, de común acuerdo, por la 

Potestad ec1esiástica y la del Estado, que no deja de ser au- 
gusta, libérrima y soberana, porque, en uso cabalmente de sus 

derechos privativos, como poder civil, pacte, concierte, conven- 

ga con la Iglesia, y se obligue, naturalmente, á respetar y ha- 

cer que se respete lo concordado. Y evidente es, por otra par- 
te, que las declaraciones de derecho, en sus derivaciones á los 

casos concretos, competen únicamente á los Tribunales, y que 
el Poder ejecutivo debe abstenerse de imponerles critefio, 
coartando su  juicio independiente. Así resplandece la buena 

doctrina en la disposición de ese Ministerio 4 que me refiero. 

Numerosas son además las instrucciones especiales dicta- 



das, ya acerca de la inteligencia del Código penal, ya respecto 

á la  ley de Enjuiciamiento criminal, á l a  electoral, á la de 
caza, á la del Jurado. Dicho sea en honor del ilustrado perso- 

nal á mis órdenes, cuantas consultas ha formulado responden 

a un exquisito celo por el mejor servicio y todas acreditan su 
pericia, que tan alto mantiene el buen nombre del Ministerio 
público. 

L o  que en el fondo de esas apelaciones á la Superioridad 
palpita es la  necesidad de que la legislación penal se vacíe en 

nuevos moldes. Momentos ha habido en que, en la soledad de 

mi bufete,ante la comunicacibn oficial en que se me planteaba 

un conflicto entre un texto de ley deficiente, atávico ú obscu- 

ro, y una necesidad notoria de organización jurídica Ó social, 
entre la letra de un precepto y el  clamor de una personalidad 
individual ó colectiva, alternativamente oprimida 6 indefensa, 

he pensado si coincidimos los españoles con el exótico Wundt 
en considerarnos como gotas en el océano de la vida, y cuya 

suerte, de hombres y de ciudadanos, no importa al mundo... ni 
á nosotros mismos. 



Reformas convenientes para el mejor servicio. 

\ '  41' Inveterada rutina trae anualmente á estas páginas ecos de 

opinión referentes al Jurado: á su manera de funcionar, á los 
resultados que de sus veredictos obtiene la administracibn de 

justicia, á las modificaciones que son de desear 4 fin de que 

la institucidn se depure de inconvenientes y defectos. 
No he de insistir, por mi parte, en cuanto sobre ello han 

expuesto mis esclarecidos predecesores, disertando amplia- 
mente acerca de tan discutido organismo judicial. Entiendo 

que el juicio está definitivamente formado. El Tribunal popular 

se anticipó á su oportunidad jurídica en España. Sin duda de- 
bimos preocuparnos de hacer hombres aptos para el ejercicio 
de la función de juzgar, antes de encomendar esta á quienes 

ni por su preparación, ni por su cultura, ni por su repugnan- 
cia á desempeñarla, aun contando con la capacidad adecuada, 

ni por el valor cívico que en ocasiones requiere, ni por su amor, 
en fin, á la justicia, compenetrados el ciudadano y el Estado 

en un mismo íntimo sentido de Derecho, pueden inspirar la 
apetecible confianza á los que en  sus manos ponen la libertad, 
la vida, la  honra, el presente y el porvenir de sus personas g 



de su progenie.....-Que á tanto equivale la  trascendencia pe- 
nal de las declaraciones que á los jurados se piden. 

Pero la ley de zo de Abril de 1888 contará bien pronto vein- 

te afios de práctica en nuestro país. Preciso es, pues, conside- 
rarla raigadamente incorporada á l a  organización judicial de 
Espaiia y expedirle cédula de vecindad, mejor todavfa que car- 

ta  de naturaleza. Sería temerario el empeño de hacer desapa- 

recer el Jurado. Y cúmpleme consignar, respondiendo á firmes 
convicciones propias, que, con todas sus torpezas, va abrien- 

dose camino á través de los obstáculos que embarazaron su 

marcha cuando se  implantó ..... Otra cosa es atender los reque- 

rimientos de la experiencia para mejorarlo, dignificar10 y pu- 
rificarlo, hasta llegar á instituirlo sobre l a  base del que es ya 
tradicional en Inglaterra, donde, como dice un historiador, 
<afianza la libertad individual y da al ciudadano la certidum- 
bre de que no podrá ser condenado sino por justificada deci- 

sión de sus iguales, sacados á la suerte, con exclusión de todo 

interés copartícipe en el asuntos. Silueta en la cual no se echa 
de menos sino un rasgo: la relativa capacidad que es menester 

aun para formar por impresión exacto concepto de la comple- 
jidad de ciertos hechos justiciables. 

Causas como la  del hundimiento del tercer depósito, en  Ma- 
drid, demuestran, en sentir del Fiscal de esta Audiencia, que 

debe reformarse Ia competencia del Jurado, uá quien es fácil 
conocer-dice-de las que encarnan naturalmente en la con- 

ciencia popular; pero cuando se debaten cuestiones técnicas, 

como no está capacitada para formar juicio, y si lo forma al- 
guna vez, suele incurrir en graves errores, ó huelgan ó dañan 

los intérpretes de una conciencia que no existe, por lo cual 
estas causas corresponden al Tribunal de derecho.. . Problemas 

de ingeniería, falsedades en cuentas municipales, y en general, 



falsificaciones, malversaciones é imprudencias, son materia 

de la que no se puede juzgar por mero buen sentido, y que 
por su naturaleza están fuera de las aptitudes de los jurados. 

Coinciden varios Fiscales en aconsejar este cercenamiento de 

las funciones asignadas á aquéllos; en cambio, hay quien pro- 
pone que se  les dé el conocimiento de los atentados. 

Por lo demás, su  severidad es consuetudinaria respecto de 
los delitos contra la propiedad, á trueque de mirar con peli- 

grosa benevolencia los cometidos contra las personas, contra 
los intereses del Estado, los de expendición de moneda y los 

electorales. 
- L a  formación de las listas debiera, según algunos Fiscales, 

confiarse al azar de la  eleccibn, 6 á la intervencibn exclusiva 

de las Audiencias. 

La recusación sin causa es profundamente perturbadora y 
facilita las combinaciones favorables al interés de los proce- 

sados, que excluyen á los Jueces cuya rectitud temen, quedan- 

do reducida l a  justicia á una lucha de influencias ó habilida- 

des de las partes. Así resulta deprimido el cargo, que recae, 

al fin, en los más ignorantes y desvalidos, es decir, en los más 
dúctiles y mejor accesibles á cierto género de sugestiones. 

Para regularizar la  existencia del Jurado se hace indispen- 

sable, como dice con buen sentido el Fiscal de Las  Palmas, 
*darle toda la posible honorabilidad, exonerar el caciquismo 
que suele acecharle y disminuir las molestias que sus funcio- 
nes ocasionan*. 

Los resúmenes de los Presidentes no entusiasman á los Fis- 

cales. Unos quieren que se circunscriban á ser como una glo- 

sa de las preguntas, sucinta, sencilla, imparcial y comprensi- 

ble, sin aparato retbrico, ni bagaje técnico; otros optarían por 
su supresión. 

Con rara ingenuidad--conviene recogerlo todo-afirma un 



Fiscal, resumiendo su concepto del Jurado, que si este acier- 

ta es por casualidad. Hay quien opina que debe reducirse-y 
así lo creo-el número de jurados. Y finalmente, no parece 
provechoso ocultar á estos la  pena que engendra la  califica- 
cibn fiscal. Por ignorar su extensibn, se inclinan á veces á la 

inculpabilidad, aun contra su propbsito y convencimiento. 
Quedan sobriamente indicadas, Excmo. Sr., las reformas 

de mayor urgencia que pudieran introducirse en la organiza- 

ción y competencia del Jurado. Ni una palabra más sobre este 
punto. 

E n  lo que convienen cuantos informes se  me han remitido 

es  en la necesidad apremiante de poner término al estado ac- 
tual de nuestras prisiones. Con escasas excepciones, todas 

ellas carecen de 10s elementos más rudimentarios de seguri- 
dad e higiene. Pero no es éste sblo el aspecto que demanda 
particular atención y pronto remedio: los vicios del sistema 

vigente, expuestos por el Consejo penitenciario con motivo de 

recientes denuncias, revelan, mejor que pudiera expresarlo mi  
pluma, graves incumplimientos de preceptos fundamentales 
de buen sistema penitenciario, malogrando el espíritu de nues- 

tras leyes, contrario á los groseros y vejatorios medios de su- 

jeción que, en general, se emplean. 
Son hechos demostrados, como el aludido documento mani- 

fiesta, que en el utensilio de nuestras prisiones figuran artefac- 
tos de represibn material, provenientes de otras dpocas é im- 
propios de nuestro estado de civilización y de lo que deben ser 
nuestros procederes penitenciarios; y que las prácticas riguro- 
sas suelen hermanarse en una finalidad emanada de las anti- 
guas y viciosas modalidades administrativas de la  atarifa y la 

patente*, con lo cual no puede menos de determinarse un 
régimen de injusticia, del que dimana la mayoría de las per- 



turbaciones que en las colectividades penales suelen ocurrir. 
L a  selección del personal, la  intervención directa y cons- 

tante de la Administración central en la vida de las prisiones, 

desprendiéndose de su carácter, escuetamente burocrático, el 
resurgimiento de las Juntas locales, hoy reducidas á un estado 
de pasividad y atonía, que las anula, y, entre otros medios de 

acción tutelar y protectora, l a  observancia puntual y rigurosa 
del art. 526 de la  ley de Enjuiciamiento criminal, que obliga 

-1ones á Jueces, Tribunales y Ministerio fiscal á visitar las pri,' 
una vez por semana, serán sin duda parte decisiva á restaurar 

el buen orden penitenciario, desterrando los actuales amodos 
de autoritarismo, que extralimitan abusivarnente l a s  facultades 

coraeccionales.. Sin que haya de olvidarse la cooperación de 
la  acción social, á cuyo desarrollo es menester contribuir des- 
de las cumbres de la Administracihn pública con toda clase de 

halagos é incentivos. L a s  colonias penitenciarias tienen tam- 
bién repartido un papel de la  mayor importancia en este rege- 
nerador movimiento penitenciario. 

Por lo que á mi gestión corresponde, me propongo recordar 

l a  prescripción del art. 526 antes citado, conforme á la  cual 
deben los Fiscales, al visitar las cárceles y presidios, en unión 

de Jueces y Magistrados, adoptar, de acuerdo con éstos, las 
medidas que, dentro de las atribuciones respectivas, quepan, 
para reprimir los abusos que notaren, sin perjuicio de atenerse 

asimismo á las prevenciones del art. 838 núm. 12 de la propia 

ley, al tenor del cual pueden llegar hasta V. E., por conducto 
del Ministerio fiscal, los vicios de que adolezcan los estableci- 

mientos penales y los medios que se reputen conducentes á re- 
mediarlos y corregirlos. 

No en vano se ha dicho que, mientras las visitas oficiales 
y particulares á cárceles y penitenciarías no tengan otro obje- 
to ni finalidad sino curiosidades infecundas 6 filantropias per- 



turbadoras, y los visitadores no se percáten de que el trata- 

miento penal, para merecer este nombre, es instrumento de 
gran exquisitez, que repugna ingerencias y superposicioneq' 
mientras la  solución de un desorden, de un acto de indisci- 
plina colectiva 6 injustificada, se  busque en otras esferas dis. 
tintas de la reacción enérgica, que lo mismo puede cristalizar 
en severídades con los presos que en rigores con sus guardia- 

nes; mientras no se  robustezca l a  autoridad moral del em- 
pleado y se destierre de nuestras prisiones costumbres indis- 
cretas, aportadas de los siglos XVI, XVII y XVIII; mien- 

tras las disposiciones reglamentarias y las resoluciones con - 
cretas de la Administración no abandonen, en fin, el ocasiona- 

lismo que es norma de todas ellas, la turbulencia, la subleva- 
ción y la indisciplina continuarán siendo notas característi- 

cas y distintivas de nuestras cárceles y presidios. 
Y con razón se lia añadido que Inglaterra, Francia, Bél- 

gica, Ho!andu, Alemania, maestras en la materia, antes de 

pensar en edificios, tuvieron buen cuidado de establecer en 
sus prisiones la  disciplina y el orden. 

L o  más acertado ser& sin duda, abarcar el problema en es- 

tos dos términos sustanciales que comprende, cuidando de 
que edificios y disciplina correspondan simultáneamente á ne- 
cesidades que aparecen ante el legislador y el gobernante con 

igual carácter de simultáneo apremio. 

1 
! ,'/pecaría, Excmo. Sr., de inconsecuente conmigo mismo si, 

al dirigirme á V. E. en esta ocasión solemne, dejara de re- 
flejar mi constante anhelo de ver separadas las carreras judi- 
cial y fiscal, entre las cuales median abismos que la legisla- 
ción vigente no ha podido salvar, en la  práctica, con daño de 
las exigencias del servicio. 

Colaborando en la misma obra, Jueces y Fiscales son enti- 



dades totalmente distintas: los unos, llamados 4 decidir, con- 
trapesando fiel y serenamente las alegaciones que ante ellos 

se  formulan, los otros, exponiendo las prevenciones de l a  ley, 
penetrando en su espíritu, razonando en nombre del interes 
general la solución más justa, armonizan sus diferentes mi- 
nisterios en la conclusión final á que conduce la accibn com- 
binada de los que piden la aplicación del derecho y de los que 

la acuerdan ..... Peroiqué diversos los accidentes del terreno que 
éstos y aquéllos recorren!. .... ¡Cuán inconfundible el trabajo que 
han de poner á contribución para realizar sus respectivas ta- 

reaal Y no establezco preeminencia de las unas sobre las otras. 

Ambas merecen el propio acatamiento y estimación idéntica. 
L o  que afirmo es que no hay posibilidad de suponer que exis- 

ta  paridad de condiciones en el desenvolvimiento de la fun- 
ción del Juez y del Fiscal. Estudioso, recto, empapado en la 

filosofía de nuestro Derecho,el Juez tiene suficientes elementos 
para sentenciar, oyendo & las partes y acrisolando la tesis 

planteada, en una critica de severas concepciones jurídicas, sin 
pasibn, sin miedo, sin estímulo alguno extraño al rlgido cum- 
plimiento de su deber, que está tal vez por encima de todos 

los deberes, porque, erigido en protesta y coraza contra todas 
las iniquidades, <nunca se desgasta ni mengua. y crea la inmu- 

tabilidad de lo juzgado, que obliga no sblo á los que son, sino 
á los que han de ser á traves de los siglos venideros. Arduo, 
noble, blindado á los halagos del poderoso, inconmovible á las 

asechanzas del desvalido, sin otro norte que el de la ley, sin 
más satisfacciones que las de la conciencia, es el oficio de juz- 

gar de complexión tan dura, de psicología tan áspera y hura- 
ña, que, sin vocacibn profesional, sin esa intuicibn misteriosa 
que arrastra al sacerdote á abdicar de los goces de la vida y 
al  militar á sacrificar la vida misma, no se explicaría c6m0 

hay hombres dispuestos á sobrellevar las tremendas imposi- 



ciones de los cargos judiciales, con todos los menoscabos de 
baldones y descrdditos, que sobre ellos hacinan los intereses 
en quiebra y las impunidades en derrota, cuando no las bas- 

tardías de la maledicencia técnica ó callejera. 
E1 Fiscal tiene que ser orador y escritor, Ó por lo menos, 

ágil de lengua y suelto de pluma. Para dirigir un enjuicia- 

miento, para utilizar todos los recnrsos legales eh la forma 
adecuada á cada caso, para emitir dictámenes, para pronunciar 
informes, para sorprender el secreto de l a  actitud de procesa- 
dos 6 testigos, para formular una pregunta, para condensar el 
resultado de una prueba, para dar al precepto aplicable el  al- 
cance que determina su inexcusable observancia, para infundir 

en el ánimo del Tribunal el concepto exacto de la cuestión dis- 
cutida, hiriéndola con fino pulso y sugestiva dialéctica, para 
evocar la  filosoíía de las legislaciones similares, para llegar á 
la plenitud del dominio de todos los resortes de la  preceptiva 
jurídica, puestos en sus manos con representación orgánica de 
la sociedad y del Estado, son indispensables conocimientos y 
aptitudes que no diputar6 por extraordinarios entre los que 
sÓ!o como privilegio formen preciado patrimonio de una corta 
porción selecta de jurisconsultos milagreros; pero que, aun es- 

tando al alcance de todos, no suelen esmaltar con el propio 

brillo todas las páginas de los fastos judiciarios. Se ha diclio, 
no sin profunda verdad, que la judicatura y el Ministerio pú- 
blico son ruedas de una misma máquina ..... Falta añadir que, 

aun siendo su radio igual, su velocidad es harto diferente. Y no 
porque la una preste mejor servicio qiie la  otra, sino porque ni 
su eje ni su destino son los mismos. 

L a  supresión errónea de los Promotores fiscales con repre- 

sentación permanente en los Juzgados, que robustecía su ac- 
ción ante éstos, ilustrándolos con su consejo y supliendo en 
ciertos casos su falta de iniciativa 6 perspicacia, fué el primer 

4 



- 50 - 
paso en falso contra la mejor organización del Ministerio fiscal 

en. bien del servicio. E l  trasiego de Fiscales á Magistrados y 

viceversa, inevitable dentro del sistema actual, que comprende 
todos en los mismos escalafones, sin línea div:soria que separe 

á unos de otros, contribuye fatalmente á privar 6 las Fiscalías 
del personal idóneo que en la pertinaz especialización de sus 

deberes ha de encontrar la mejor fianza de sus aciertos. 
Y dado el nexo recientemente creado entre las funciones 

fiscales de la jurisdicción ordinaria y las procedentes del anti- 

guo Tribunal de lo Contencioso-administrativo, hoy-no sé 
si con ventaja-refundido en el Tribunal Supremo, tócame ele- 

var á V. E. algunas ligeras consideraciones acerca de lo que 
es y significa, á mi juicio, el régimen vigente en esta impor- 

tante órbita de la  administración de justicia. 
No hay para qué hablar de ello con relación á la  época an -  

terior á la  ley de 13 de Octubre de 1888. El Gobierno nom - 
braba hasta entonces con libre arbitrio á los que habían de de- 

fender á la Administración. Bastaba que fuesen letrados. Aque- 
lla ley organizó el Ministerio fiscal del Tribunal de lo Con- 

tencioso-administrativo del Consejo de Estado. L a  de 22 de 
Junio de 1894 asignó un Fiscal, con el propio carácter, á cada 

Tribunal provincial, si bien se limitó á encomendar tal misión 

á los Abogados del Estado, quedando de esta suerte constituí- 
do el organismo encargado de llevar la voz de la Administra- 

ción pública ante los Tribunales. 
La ley de 5 de Abril de 1904, atrayendo la dirección de 

esas funciones á la Fiscalía del Tribunal Supremo, mantuvo 
subsistente el Ministerio fiscal de lo Contencioso-administra- 

tivo de 1894, salvo ligeras alteraciones en cuanto al personal. 
,+S éste el ideal á que haya de amoldarse indefectiblemente 

nuestra legislación? Hay quien sostiene que deben ser los Abo- 

gados del Estado quienes, independientemente de esta Fisca- 



lía, representen 6 la Administración en los pleitos contenciosc- 
administrativos. Trabajos hechos en este sentido por el insigne 
Presidente de la Sección primera de la Comisión de Códigoe, 
Sr. Montero Ríos, y por otros de sus dignos colegas, con la 
cooperacibn del Director general de lo Contencioro, abonan, 
por argumento de autoridad, esta reforma, cuya sencillez la 
pone á cubierto de toda d;ficultad de ejecución: basta declarar 

extinguido el actual Ministeric fiscal de lo Cont?ncioso-admi- 

nistrativo, transportando personas y cargos al Cuerpo de Abo- 
gados del Estado. Y no puede negarse que, en el fondo, hay 

razones poderosas que á ello inclinan. Son dstos los que de- 
fienden los intereses del Estado en los juicios civiles y crimi- 

nales: ¿por que no también á la Administración? Sin duda por- 
que se ha querido que su representación ostente atributos y 
títulcs que la particularicen con personalidad más acentuada 
que la de un mero Abogado defensor; con :a del interés de go- 

bierno, que requiere facultades excepcionales é impone obli- 
gaciones delicadísimas. No es lo mismo defender al Estado 

como mera persona jurídica, en nombre de un derecho ó para 
requerir una sanción pena1,que representar al Poder público,en 

su más alta manifestación de mando, para litigar cuestiones 
que ~ u e d e n  producir, según la misma ley reconoce y previene, 
<peligros de trastornos graves del orden, temor fundado de 

guerra con otra potencia, quebranto en la integri3ad del te- 
rritorio nacional, detrimento grave de la Hacienda pública». 

Natural es que, en casos de tan enorme trascendencia, sea 

el organismo más elevado de la Nación, en la esfera fiscal, el 

encargado de intervenir en la justicia administrativa, con apo- 

deramiento amplio y solemne de la Administracióri. 
Pero no sin ese apoderamiento, que debe ser, si ha de cons- 

tituir aquella suma de títulos preeminentes y atributos pre- 

claros á que antes me refería, una delegación completa de la 



Administracibn en el Ministerio fiscal, en quien,para los demás 

fines de' la institucibn, deposita la ley todos sus recursos, toda 
su personificación y toda su confianza, Iiasta autorizarle para 

retirar la  acusación, que decide del exito de una causa. L a  
forma en que hoy funciona el Fiscal ante el Tribunal de lo 
Contencioso-administrativo, con imposiciones que supeditan 
su accibn á órdenes é ingtrucciones restrictivas de cada Mi- 

nistro, es incompatible con el concepto y la independencia 
propios del Ministerio público. Este, confmne á la ley, no 

puede allanarse á la demanda, sin consulta y autorización pre- 
vias, ni apartarse de las apelaciones, ni abstenerse de interve- 
nir en los pleitos que de esas apelaciones dimanen; teniendo 
que interponer en todo caso los recursos establecidos contra 

las decisiones que á la  Administracibn perjudiquen. Y una de 

dos: b el Fiscal merece desempeñar su cometido de defensor 

de la Administración en las mismas condiciones en que inter- 

viene en la justicia civil y criminal, sin trabas que le cohiban, 
ni prejuicios extraños que le constriñan en un estrecho círcu- 
lo, acaso contra l a  convicción y el dictamen propios, ó si ha 

de reducirse á la simple calidad de procurador 6 mandatario 
con poder especial y limitado, preferible será que asuma esa 

fragmentaria representacibn-que no es la  de la ley, sino la 
del Ministro demandado 6 demandante, puesto que éste la 

puntualiza y la demarca,-el Cuerpo de Abogados del Estado, 
que no comparte la investidura fiscal y que actúa con fines 
más circunscritos y concretos. 

No debo pasar en silencio una necesidad de apremiante ur- 
gencia, que no por resonar en lejana tierra española, de donde 
apenas repercute el eco en nuestro continente, deja de imponer 
graves obligaciones á los encargados de dirigir los destinos 
nacionales. L a  justicia en nuestras posesiones del Africa 



- 53 - 
occidental se-administra mediante procedimientos que Ia hacen 

lenta, costosa y á menudo infecunda, gracias á haber queríao 
dotarla del juicio oral, cuya supresión propone el Fiscal de 
Canarias, á fin de evitar la  necesidad de conducir á Las Palmas 

procesados y testigos, teniendo que proveer á su manutención 

y hasta á su vestido, porque la paradisíaca indumentaria del 
bubi no resiste el cotejo con las más sencillas modas euro- 
peas .... Casos ha habido en que las causas se han paralizado 
indefinidamente, sin culpa de los obligados á tramitarlas. .En 

otras ocasiones, el Tribunal no ha  podido formar siquiera jui- 
cio aproximado de la entidad de los hechos que, trasladados 

de una á otra pizarra, han perdido su genuina significación 
en cuanto á las pruebas y á las características de la penalidad 

aplicable. Ya lo dijo, en sus interesantes Notas de un  viaje á 

aquellas islas, uno de mis ilustres antecesores, el Sr. Maluquer 

y Vi1adot.-Nuestro ya viejo afán de colonizar con tempera- 
mentos de ciega asimilación á la metrópoli nos desacreditó rn 

América y en Oreanía ..... De desear es que abandonemos tan 
funestos derroteros en Guinea. 

Y nada más, Excmo. Sr, Prometí á V. E. ser breve, y recelo 

que no he sabido cumplir mi compromiso, á reserva quizá' de 
haber pecado de oscuro, confirmando el aforismo latino. Mucho 

me queda de todos modos por decir, ahondando en la reforma 

del Código penal y dentro de ella en la modificación esencial 
de Iqs artículos referentes a1 duelo, que es preciso reducir á s u  
categoría propia entre los delitos contra las personas, sin olvi- 
dar el necesario refuerzo á la  represión de las injurias y calum- 

nias y la organización de un Tribunal de honor á quien se  en- 
tregue, con facultades decisivas, la apreciación de ciertos agra- 

vios que por su índole hubieren de juzgarse en términos de ex- 
cepción. Problema es éste que me propongo afrontar en otro 



tra%ajo, del que oportunamente tendré la honra de dar cuenta 
á V. E.-No es menos apremiante la reforma del Código civil, 
aún pen'diente de l a  revisión que debe hacer la Comisión de 
Codificación, cuyos movimientos, tardos y embarazosos, acaso 

convendría acelerar, infiindiendo actividad á los músculos de 
un cuerpo de tan privilegiado cerebro. L a  justicia administrada 

rápida y gratuitamente, la creación de l a  instancia única en lo 
civil, la ampliación de lascausas del recurso de revisión, y entre 
otros extremos-y bajando el blanco,-la indispensable asigna- 

ción á las Fiscalías de una corta cantidad anual que les facilite 
el medio de llenar servicios materiales hoy indotados, arbitrio 

preferible, en mi opinión, al de instituir oficiales 6 auxiliares, 
serían temas que, convenientemente explanados, aumentarían el 

voiiumen más que la utilidad de las presentes páginas. Hay ideas 

que no han menester sino de un número de orden en los regis- 
tros de la mentalidad oficial. Ellas se abren paso por sí mismas. 

Termino, pues, recomendando lo expuesto, siquiera sea sólo 

con la modesta marca de somero ensayo, á la recta, ilustrada 
y benévola atención de V. E., de quien, con legítimo motivo, 
se esperan vigorosas y concienzudas iniciativas en favor de los 

organismos judiciales y de los derechos é intereses públicos y 
privados que administran. Permita V .  E. a mi buen deseo 
asociarse á la grata expectación que las actuales ventajosas 
condiciones de estabilidad gubernamental alientan y j astifican. 

Los que han llamado á la  ignorancia t l a  orfandad del alma$ 
piden, con voces que no es posible desoir, tutela para los huér- 

fanos á quienes su propia desgracia precipita en las alucina- 
ciones del delito. Hora es de que, al pensar en la reorganiza- 

ción de la  justicia, se cuide también de alumbrar las fuentes 

de la  cultura, que bajan de las cimas de la Moral. Y los Go- 

biernos no pueden hacerlo todo, ni aun mucho, en este orden 
de desenvolvimientos más bien sociales que jurídicos ... Pero 



pueden hacer algo verdaderamente practico, poniendo á con- 
tribución las fuerzas vivas del país, en solidaridad de fines 
con la acción directiva, é infundiendo al individuo el convenci- 
miento de su propio valer y de su influencia en los destinos co- 

lectivos como miembro de la especie, <cuya herencia ha recibi- 
do-en frase de Hoffding,-y 4 cuya evolución debe cooperar 

con aquel saludable egoísmo que sirve á la voluntad de escudo 
y acicate%. Para el culto de la libertad, de l a  justicia, del de- 
r echo, que engrandece 4 las naciones y hace dóciles, progresi- 
vos y felices 4 los peblos,  todo sacrificio es pequeño, toda 

abnegacibn inexciisable, frrnte 4 frente del crecimiento des- 

atentado de divulgaciones absurdas que van eliminando del tra- 
to  de las almas, ideas, creencias, sentimientos, erigidos á tra- 

vés de los  siglo^ en poderosos colaboradores de toda obra de 
disciplina social y de saneamiento colectivo. Los peligros de 

desbordamientos torrenciales se agravan cuando los diques y 
las compuertas se resquebrajan y ceden. .... 

Y s i  el esfuerzo con que se acude 4 reparar el mal fracasa, 
s i  las dificultades del.intento superan 4 los medios disponibles 

para realizarlo, quizá principalmente por falta de ambiente 

moral, que tonifique á la opinibn, ankmica b displicente, inepta 
6 extraviada, aún habrá motivo para reccger el ánimo en las 
austeridades del deber cumplido y repetir desde lo más íntimo 
de la conciencia de hombres de Estado, como el Pretor roma- 
no: <<Hemos sido vencidos en un gran combate,. 

Dios guarde á V. E. muchos años. -Madrid 16 de Septiem- 

bre de 1907. 

EXCMO. SENOR. 

Javier Vgarte. 

Excmo. 3. &fzkzs.t~o de Gracia y Yustz¿ia. 





























































































































INSTRUCCIONES ESPECIALES 
DADAS A LOS FISCALES DE LAS AUDIENCIAS 



CODIGO PENAL 

. 9 

~ r t í e n l o  S.', número 4." 

Reconociendo y aplaudiendo el celo por V. S. demostrado en 
la preparación del recurso de casación por infracción de ley con- 
tra la sentencia dictada por esa Audiencia provincial en causa 
por homicidio, esta Fiscaliri ha desistido del expresado recurso, 
porque los términos en que está redactada la 3.' pregunta del 
veredicto, contestada afirmativamente por el Jurado, demues 
tranque la agresi6n de que e1 procesado fué objeto por parte del 
interfecto fué rechazada por aquél en el acto, sin que entre el 
ataque y la defensa opuesta al mismo hubiese soluci6n de conti- 
nuidad, ya que, según la indicada pregunta, el interfecto d i 6  
al camino al encuentro del procesado. cerrándole el paso, agre- 
diéndole y golpeindole con un palo <un momento,, es decir, el 
mínimo espacio en que se divide el tiempo, y por consiguien- 
te, apenas apreciable antes de que aquel le hiriese. No parece 
tampoco que á la frase, que con escasa oportunidad se emplea 
en la 1." pregunta, de haber acometido el procesado al interfecto 
con una navaja, pueda concedérszle otra signi6cación ni alcan- 
ce que el de dec l~ ra r  al primero autor y culpable de las lesio- 
nes que produjeron la muerte, ni que entre dicha l." pregunta 
y la 3.' y 4.' exista contradicción, que. en caso de existir, hu- 
biera debido ser objeto de reclamación en la sazón oportu- 
na,  porque formuladas las dos últimas concretamente para que 
el Jurado resolviera sobre la existencia 6 inexistencia de las cir- 
cunstancias l.= y 3.n del núm. 4." del art. 8." del Código penal, 
alegadas por la defensa, al contestarlas afirmativamente, reco- 
noció la concurrencia de dichas circunstancias, declarando ex- 
plícitamente en la 3.' que el  procesado no provocó, ni insultó, 



ni amenazó en forma alguna á su contrario en el día del suceso, 
consideraciones que impiden, á juicio de esta Fiscalía, que pu- 
diera prosperar el recurso de casación por V. S. preparado. 

13 de Febrero de 1907. 

~'brti. 10, circ. 13,  561, núm. 3.0. y 625. 

Recibida su comunicación, fecha 25 del mes hltimo, con la 
copia de la circular que se propone publicar en el Boletin O@- 
&al de esa provincia, en cumplimiento de lo dispuesto en Real 
orden del Ministerio de Gracia y Justicia de 14 de Septiembre 
anterior, tengo el gusto de manifestarle que esta Fiscalía ha 
visto con agrado dicha circular, aplaudiendo desde luego el  celo 
é ilustración que revela. 

En cuanto al fondo del expresado documento, debo hacer ob- 
servar á V. S. que convendrá modificar lo relativo á la deten- 
ciónde las personas que se encuentren en estado de embria- 
guez, cuanclq no sean reos de determinado delito, para armo- 
nizar ase extremo con lo prevenido en el art. 495 de la ley de 
Enjuiciamiento criminal, que prohibe detener por simples fal- 
tas, salvo que el que lo cometiese no tenga domicilio conocido 
ni 66 fianza bastante; é igualmente conviene eliminar lo que se 
refiere á la venta de armas, por tratarse de materia relacionada 
con las leyes fiscales, y expuesta, por consiguiente, á que se 
susciten conflictos de difícil solución 

5 de Noviembre d e  1906. 

1 :  Art. 269. 

El estudio del articulo inserto en el periódico que ha dado 
ocasiGn & la causa instruida por injurias á la Autoridad, á que 
se refiere la certificación de la sentencia elevada á esta Fiscalía, 
con su razonzda comunicación de 22 del corriente, no ofrece 
los elementos necesarios para interponer el recurso por infrac- 
ción de ley contra la indicada sentencia. 

Dicho artículo es de critica, de censura contra un Ayunta- 
miento, con motivo de determinados festejos, y aun cuando los 
conceptos con que el articulista emite su juicio, contrario á lo 
celebraci6n, y especialmente en algunos de los transcriptos 



por V. S., se rebasa el limite de aquellas conveniencias que 
debe guardar todo escritor, por acerba que sea su crítica, no 
revisten, sin embargo, los caracteres propios de la injuria, la ca- 
lumnia 6 el insulto á la autoridad de la persona que entonces 
ejercía el cargo de Alcalde, ya que sin ofensa para éste, y por 
no haber tenido participacidn alguna en los hechos, ni conocer- 
los siquiera, pudiesen existir, con efecto, en el Ayuntamiento 
empleados que cobran y no trabajan. Tampoco puede afectarle 
la mala fama que se atrihuy6 á la casa consistorial, ni la posi- 
ble creencia de que el fabricante de ciertos aparatos diese algo 
por hacer la obra, porque aparte la tendencia á censurar que 
Csta se ejecutase por extranjeros y sin las formalidades de la  
subasta, la casa consistorial no la personaliza el Alcal(le, y son 
muchos 10s funcionarios, empleados y dependientes á quienes 
con excliisidn de aquella Autoridad pudiera alcanzar la creencia 
de estar interesados en la dadiva. 

Considera, por consiguiente, esta Fiscalía de dudoso éxito, 
cuando menos, el recurso preparado contra la sentencia, por la 
que se absuelve al procesado, por no estimar el articulo denun- 
ciado constitiitivo del delito de iiijurias á la Autoridad, y en tal 
inteligencia se abstiene de interponerlo, seguro de que nada 
pierde el prestigio de aquélla procediendo de este modo. 

A1 tener el honor de participárselo á V. S., me complazco en 
reconocer y aplaudir el celo que, uiia vez más, Iia demostrado 
en pro de los intereses de la justicia y en el cumplimiento de 
su deber. 

28 de Agosto de I 906. 

. A r t s .  269, 2YO y 482. 

De Real orden, comunicada por el Sr. Ministro de Gracia y Jus- 
ticia, se ha remitido á esta Fiscalía instancia del Alcalde de esa 
villa,' que remito á V. S. 

Como dicha instancia hace referencia á otra ansloga, fecha 13 
de Octubre último, tambihn recibida en esta Fiscalía por Real 
orden de 8 de Noviembre siguiente, que se comunicó á V. S. en 
12 del mismo, al consultar los antecedentes de este asunto me 
entero del infurme por V. S. eniitido en 20 de dicho nies, y en su 
vista debo manifestarle que encuentro perfectamente fundada y 
procedente la reclamación del Alcalde, y entiendo que el Minis- 



teno fiscal está en el deber de denunciar y perseguir, ejercitando 
las acciones que le competen con sujeción á lo que dispone el 
artículo 103 de la ley de Enjniciamiento criminal, los delitos de 
injuria y calumnia que por medio de la imprenta ú otro cualquiera 
se cometan contra el cuerpo de la Guardia Municipal como tal 
corporación 6 en el ejercicio de las funciones de policia judicial. 

Las razones en que fundo este acuerdo son las siguientes. 
El articulo 482 del Código penal da el carácter de públicos, y 

por tanto perseguibles de oficio, á los delitos de injuria y calum- 
nia cuando la ofensa se dirija contra la Autoridad pública, cor- 
fioraciones ó clases deter?n.ilzadas del Estado, y no puede ne- 
garse que tienen ese carácter los delitos de injuria y calumnia 
cuando la ofensa se dirige colectivan~ente á los funcionarios que 
constituyen la policía judicial, por raz6n de las funciones que rea- 
lizan en el ejercicio de su cargo. 

Para sostener lo contrario fundó V. S., su citado informe, en 
el supuesto de que la Guardia Municipal, 6 sus individuos (así 
dice), no son otra cosa que agentes de la autoridad, que, como 
comprendidos en el articulo 270 del Código penal, necesitan ser 
injuriados á su presencia 6 en escrito á ellos dirigido para que 
les alcance la excepción á que se refiere el articulo 482, y clara- 
mente se advierte que el razonamiento de V. S. tiene por base el 
hecho de considerar aislada y separadamente á dichos funciona- 
rios. individualizaci6n que no puede hacerse cuando se trata de 
todo un Cuerpo. 

Si un individuo de la policia judicial. que, por serlo, tiene el 
caricter de agente de la Autoridad, es injuriado 6 calumniado 
individualmente fuera de su presencia, 6 en escrito que no estu- 
viere á él  dirigido, es indudable que no tienen aplicación al caso 
el articulo 269 ni el 4S2 del Código penal; pero cuando se inju- 
ria 6 se calumnia colectivamente á los que constituyen la insti- 
tuci6n en una localidad determinada, ese criterio es, á mi juicio, 
evidentemente erróneo. 

Dice V. S .  que entiende por clase un orden 6 nSimero de per- 
sonas 6 individuos de la misma condición, calidad íi oficio, y que 
cuentan, en lo genera1,con un medio análogo de subsistencia den- 
tro del orden social 6 tienen una común cualidad preeminente, 
y porque la policia judicial esta compuesta de diversos oganis- 
mos, y porque la Guardia Municipal no depende del Estado, sino 
del Municipio, deduce V. S. que no puede ser tenida como cla- 
se determinada del Estado. 



Clase es, ciertamente, orden óníimero de personas del mismo 
grado, calidad 6 oficio, y si V. S. se fija bien en esta definición, 
no podrá menos de reconocer que, teniendo por objeto la policía, 
judicial e1 descubrimiento y persecución de los delitos y sus 
autores, y estando formada por número considerable de perso- 
nas, la institución constituye una clase, sin que obste á ello que 
los que la componen puedan tener y tengan dependencia de cen- 
tros 6 autoridades diversas y compartan con las funciones de 
policfa otras distintas m& 6 menos relacionadas con aquéllas. Y 
asi como no puede negarse á la policía judicial el concepto de 
clase determinada, tampoco cabe dejar de reconocerle el de cor- 
poración. Ésta, según el Diccionario, tiene diversas acepciones, 
á saber: asociación, sociedad, comunidad, ayuntamiento, con- 
gregación, cuerpo y asamblea, y si no todas ellas, la de cwerfio 
no puede dudarse que le corresponde por ser éste, en una de 
sus acepciones, el agregado de individuos que constituyen una 
comunidad; de suerte que, considerada desde el punto de vista 
de las funciones y de su dependencia directa, en todos sus órde- 
nes, de los Tribunales de justicia, no es dable prescindir de con- 
siderarla como una corporación 6 clase determinada. 

Así implícitamente, despuCs de todo, viene á reconocerlo V. S. 
en su informe, siendo el fundamento principal de la tesis que en 
él sustenta el de que las entidades dependientes de los Ayunta- 
mientos, como lo es la Guardia Municipal, pueden existir 6 no á 
voluntad de aquéllos, por lo que entiende que no deben ser con- 
siderados como clases ni corporaciones del Estado. 

Si los Ayuntamientos, como organismos reconocidos por la ley 
fundamental, forman parte de las corporaciones del Estado, se- 
gún V. S. acertadamente afirma, la Guardia Municipal y cuantas 
entidades de ellos dependen en concepto de agentes de la Auto- 
ridad, forzosamente tienen que participar de tal carácter, mucho 
más desde el momento en que les está atribuido el ejercicio de 
funciones públicas. tales como velar por el orden y régimen in- 
teridr de las poblaciones, perseguir y denunciar la comisión de 
todo delito 6 falta y otras análogas. 

No puede, por tanto, desconocerse que la policia judicial 
constituye una corporación 6 clase determinada del Estado, y 
que ese mismo concepto alcanza á los individuos que forman los 
cuerpos de policía municipal en las poblacionec en que existen, 
de donde se deduce que las injurias y calumnias proferidas por 
medio de la imprenta 6 por otro cualquiera, contra la policía ju- 
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dicial 6 el cuerpo de policía municipal de determinada localidad, 
son perseguibles de oficio cuando la imputación es colectiva, 
constituyendo delito privado únicamente cuando sólo afecla in- 
dividual y particularmente á un individuo aislado de  esas corpo- 
raciones 6 se realiza fuera de su presencia 6 en escrito que no 
estuviera á 61 dirigido. 

Aparte de las razones indicadas, existe otra de importancia 
decisiva para que el Ministerio fiscal haga aplicación clel articu- 
lo 482 del Código penal en los casos á que vengo refirikndome, 
á saber: que siendo su misión principal velar por el orden so- 
cial, procurando siempre el exacto cumplimiento de las leyes, 
responde á ese fin procurar los mayores prestigios para el prin- 
cipio de autoridad, que se quebrantaría dejando reducidos á la 
consideración de delitos privados las falsas imputaciones 6 in- 
sultos con los que se ataca al buen nombre de funcionarios que, 
si modestos por la clase á que pertenecen, constituyen una de 
las principales garantías de dicho orden social y representan 
siempre el principio de autondiid. 

Por ello, pues, al remitir á V. S. la instancia elevada por el  
Alcalde constitucional de esa villa al Sr. Ministro de Gracia y 
Justicia, cúmpleme manifestarle que, según dejo indicado, de- 
ber& V. S.,  en lo sucesivo, ejercitar su acción en todos los casos 
en que colectivamente se injurie 6 calumnie á l a  Guardia Muni- 
cipal como tal instituto, 6 en concepto de  individuos de la poli- 
cia judicial, colectivamente y por cualquier medio, haciendo 
aplicación de lo que dispone el repetido articulo 482 del Código 
penal. 

8 de Mayo de 1907. 

-". , Arts. 356 y 581. 

Examinadadetenidamentela sentencia dictada por esa Audien- 
cia en causa seguida por delito contra la salud pública, esta Fis- 
calia ha acordado desistir del recurso de casación por infracción 
de ley que V. S., con su reconocido celo, digno de aplauso, pre- 
paró oportunamente contra la  expresada resolución judicial, en 
atención no sólo á la forma en que aparece hecha la declaración 
de los elementos que el Tribunal estima probados, sino princi- 
palmente 5 que no seria posible, por falta de calificación, soste- 
ner la existencia del delito definido en el art. 356 del Código 



penal, que en todo caso hubiera sido la calificación procedente, 
desde el momento en que, reformadas las conclusiones provisio- 
nales, se formuló la acusación en las definitivas, estimando que 
dicho delito se había cometido por imprudencia temeraria, con- 
cepto incompatible con la naturaleza del hecho perseguido tal 
y como lo define la ley, pues la imprudencia supone siempre la 
existencia de un daño, 6 ,  cuando menos, de un perjuicio directa 
6 indirectamente causado por un acto del presunto culpable, 
realizado sin malicia, aunque voluntariamente. 

5 de Febrero de 1907. 

/ >? 
Y' ' 

Arta. 450, núms. 1.' y 3.', 450, 405 y circ. 1." 

Estudiado el recurso de casación preparado contra sentencia 
que condena como autor de un delito de escándalo público sin 
circunstancias modificativas de su responsabilidad, en vez de 
hacerlo-según V. S. sostiene-como autor de dos delitos de 
escándalo público, concurriendo en ambos la agravante primera 
del art. 10 del C6digo penal, he acordado interponer el expresa- 
do recurso; si bien esta Fiscalia entiende que los lieclios puni- 
ble están comprendidos en el núm. 3.' del art. 456, y no en el 
1.komo se calificó aun después de contestado el veredicto. 

Asimismo debo manifestarle el sentimiento que me propor- 
ciona el no poder alegar la infracci6n por inaplicación del ar- 
ticulo 465 del citado Código, al que hace relaci6n el 436, porque 
no fué á su tiempo invocado por esa Fiscalía; debiendo tener en 
cuenta para lo sucesivo que la circunstancia de  ser cónyuge el 
ofeiisor, en delitos como el que es origen de este procedimiento, 
deja de ser circunstancia genérica de agravación para conver- 
tirse en  cualificativa, que eleva la pena de arresto, señalada al 
delito simple, á la de prisión correccional en sus grados minimo 
y medio; puesto que el marido que obliga á su mujer á realizar 
!os actos que el procesado hizo realizará su esposa, abusa de su 
autoridad marital y falta dolosamente al deber de protección que 
le impone el art. 57 del Código civil. 

Debe V. S., por tanto, alegarla en tal concepto en todos aque- 
llos casos á que se refieren los articulos 436 y 459 del Código 
penal; como debe invocar el parentesco y demás circunstancias 
que menciona el art. 465 del mismo Código, á los efectos quede- 



termina, cuando se trate de delito penado en alguno otro de los 
articulos comprendidos en los capítulos 2 . 3  5." inclusive del 
titulo IX del libro 11 del mencionado cuerpo legal. 

31 de Julio de 1907. 

Contestando la consulta de V. S. fecha 31 del pasado Mayo, 
sobre el concepto que, en orden A responsabilidades criminales, 
deba atribuirse á los Curas párrocos que hubieren intervenido 
en la celebración de matrimonios ilegales, definidos y sanciona- 
dos en los articulos 499 y 490 del Código penal, debo manifes- 
tarle que, determinada expresamente en el 493 la que corres- 
ponde al Juez municipal que autorizare matrimonios prohibidos 
por la ley 6 para los cuales hubiere algún impedimento, qued6 
de hecho y de derecho excluido el Cura párroco á partir de la 
base de que en la época en que el Código se promulgó, el ma- 
trimonio canónico carecia de efectos civiles, y no había, por lo 
tanto, razón alguna para que el Estado tomase en cuenta la in- 
tervención eclesiástica en un acto extraño, por sus consecuen- 
cias, á los fines de la ley penal. 

Restablecidos dichos efectos por la legislación posterior refe- 
rente al matrimonio, todo lo que, en principios de doctrina, ca- 
bria discutir, es si las penas aplicables al Juez municipal deben 
hoy corresponder .al Cura pArroco. Pero siendo los preceptos 
penales de índole esencialmente restrictiva, sin que sea licito 
ampliarlos á persona alguna que en ellos no aparezca categóri- 
camente compreiidida, el punto habrá de ser, en su día, obieto 
de la reforma correspondiente, concordando, en esta parte, el 
Código penal con las leyes civiles en vigor. 

Para castigar al Párroco habría hoy, pues, que recurrir B la 
doctrina general delos articulos 13 y 15 del mismo Código; pero 
no es posible considerarlos aplicables á delito como el  de que s e  
trata, respecto del cual, por su especialidad, la ley ha puntuali- 
zado cada uno de los casos y personas que deben estimarse den- 
tro de las sanciones establecidas en el capítulo que los previene 
y castiga. 

Tal es, también, lo declarado en varias sentencias de este 
Tribunal Supremo y marcadamente en la de 12 de Mayo de 1884. 
- 8 de Junio de 1907. 



f' - Art .  533, circ. 2.a 

Esta Fiscalía ha examinado, con el detenimiento debido, la 
sentencia dictada por la Sección 3.' de esa Audiencia, en causa 
por delito de hurto; y aun cuando se  complace en reconocer y 
aplaudir, una vez más, el celo con que ha procedido V. S., al 
preparar contra aquélla recurso de casación por infracción de 
ley, por no haber apreciado la Sala como gruve abuso de con- 
fianza la circunstancia de que el reo y el procesado vivian jun. 
tos, hajo el mismo techo, como dependientes de una barbería. 
no considero procedente interponerlo, porque dicha aprecia- 
ción se funda, sin duda alguna, en la constante doctrina de este 
Supremo Tribunal, que admite y declara bien estimada la agra- 
vante ge~zkrica de abuso de confianza en hechos análogos al de 
que aquí se trata, y sería de un éxito seguramente negativo 
pretender que tal abuso de confianza se declarase grave contra 
la fundada apreciación que, para estimarlo no mds que genérica. 
mente, hace el Tribunal n qzlo en el tercer considerando de su 
sentencia. 

5 de Septiembre de  1906. 

;\I 1 Art .  589, núm. 4. 
Y' , 

Consulta V. S.la calificación jurídica que corresponde al acto de 
colocar objetos que simu!an explosivos en la via píiblica, kios- 
cos 6 portales de las casas, con lo que se produce perturbación 
y alarma, y he de manifestarle que, por mds que sea sensible, no 
encuentro de aplicación al caso ninguno de los artículos de la 
ley especial de explosivos, ni del Código penal, pues el 271 de 
éste., en que V. S. se fija, exige, como condición precisa, que el 
tumulto 6 perturbación del orden público, en que consiste el  
delito, se realice en los lugares que el mismo artículo taxativa- 
mente determina, 6 en reunión numerosa, y por ello no puede 
hacerse su sanción extensiva A los hechos objeto de la consulta 
sin ampliar su aplicación, de manera que implicaria infracción 
evidente de los principios fundamentales del Derecho penal. 

Los hechos origen de la consulta no están comprendidos en 
ninguna de las disposiciones del libro 2." del Código penal, y por 



ello deben ser calificados cotno falta contra el orden público, que 
tiene su sanción en el núm. $.O del art. 589. 

En oposiciún A este criterio, dice V. S. en su consulta que la 
colocación de esos explosivos simulados turban graveme?zte el 
orden público, A mi juicio confundiendo con buen deseo los tér- 
minos del precepto legal que comenta. 

La colocación de esos falsos explosivos producen, es induda- 
ble, perturbación y alarma; pero si el orden público puede con- 
siderarse turbado por ellos, no es con las proporciones de grave- 
dad que habrian de convertir el acto en delito. 

Entiendo, por tanto, que el citado núm. 4." del art. 589 citado 
es la única disposición legal aplicable á los hechos que consulta; 
y seguramente, si llegase el caso de resolverse la duda por este 
Supremo Tribunal, en recurso de casación, no otra podría ser 
la doctrina que esta Fiscalía sostuviera con probabilidades de 
éxito. 

A ella, pues, deberá V. S. atenerse, debiendo manifestarle 
que me complazco en reconocer el celo por la recta administra- 
ción de justicia que su consulta demuestra. 

14 de Junio de 1907. 



LEY ENERO 

En mi circular de 15 del actual expresaba el deseo de que los 
Sres. Fiscales me consultasen las dudas que se les ocurrieran 
acerca de la  ley que reforma algunos artículos del Código pe- 
nal, y esa invitación, ademgs de corresponder á mis sentimien- 
tos de estimación y deferencia hacia los funcionarios á quienes 
el citado documento va dirigido, tenia y tiene por objeto man- 
tener y vigorizar la unidad de acción con que debe aparecer el 
Ministerio fiscal. 

Haciéndome cargo ahora de los extremos que su comunica- 
ci6n contiene, habré de manifestarle ante todo mi extrañeza 
por lo que me dice hallarse de acuerdo con las Secciones de esa 
Audiencia para reclamar en las causas que se formen por hurto 
que no exceda de 10 pesetas, al Juzgado municipal de la natu- 
raleza y residencia del presunto culpable, certificación respecto 
á las condenas anteriores por faltas de esa misma naturaleza; y 
lo que hay en ello de extraño es que,presuponiendo en todo caso 
la obligaci6n de incoar causa, se conforma á duras penas con la 
doctrina que expongo en mi aludida circular, donde sostengo 
que cuando la sustracci6n que se denuncia no exceda de la can. 
t i b d  dicha, la presunción jz6vi.s es la de que s610 constituye 
falta y debe deferirse el  conocimiento desde luego al Juez mu- 
nicipal respectivo,s~lvo que haya alguna indicaciónseria y aten. 
dible con relación á anteriores condenas. 

Las instrucciones de este Centro no obligan ciertamente d 
los Tribunales ni menoscaba su independencia, pero limitan la 
libertad de criterio de los funcionarios fiscales, cuyos actos han 
de estar siempre regidos por la ley de subordinacidn y de uni- 
dad B que al principio me refiero. 



El propio liecho de  la consulta revela que no fue el ánimo de  
V. S., al suscribir el acuerdo de que me habla, faltar á esa ley; 
mas me cumple llamar su atención sobre el particular, seguro 
como estoy de  su adhesión y recto propósito. 

Insisto, para el caso de que yo no haya entendido mal el acuer- 
do que me comunica, en que las sustracciones que no pasen de 
10 pesetas llevan en si la presunción de faltas, que cede ante 
racionales indicaciones de reincidencia determinante de delito. 

Cuando estas indicaciones no existan,no hay para qu6 instrilir 
sumario, pues de lo contrario se  desnaturaliza la reforma, cam. 
biando arbitrariamente la indole de la presunción y sometien- 
do al culpable, siquiera no sea más que á titulo de investigación 
para prevenir posibles abusos, á un Tribunal distinto del Ilama- 
do como regla general á conocer de la transgresión cometida; 
aparte de que con igual derecho, admitida la necesidad de for- 
mar siempre proceso 6 diligencias sumariales, cabría estimar 
procedente que el Juez de instrucción reclamase al municipal 
los juicios de faltas que éste hubiese iniciado, para cerciorarse 
aquél por si, mediante el oportuno diligenciado, de si el hecho 
constituye delito 6 falta. 

Creo que basta lo que dejo indicado para que V. S. se  con- 
venza de la obligación en que estamos de huir de exageracio- 
nes de celo, que empequeñecerían la reforma dándole un carác- 
ter vejatorio que está, sin género alguno de  duda, fuera del 
pensamiento del legislador y de la letra de la ley. 

24 de Enero de 1907. 

Hecho cargo de los puntos que V. S. me consulta en su comu- 
nicación de 21 del corriente, expondré en breves palabras la 
opinión de este Centro, conforme, en lo esencial, con la razo- 
nada que V. S. emite. 

No cabe la menor duda de que el art. 23 del Código penal, 
aplicable á la reciente ley que lo reforma, por lo mismo que 
Csta forma parte integrante de aquél, tiene, en cuanto al con- 
cepto de reincidencia en los hurtos, la trascendencia que V. S. 
con acierto le  atribuye. El principio de retroactividad, tan am- 
pliamente consignado por el legislador en el citado articulo, 
quedaría alterado en su  esencia si se admitiera otra interpreta- 
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ción. El efecto retroactivo significa en este caso que el  delito 
ha dejado de existir, precepto que trasciende á lo pasado, hasta 
el punto de que las nuevas disposiciones se aplican aun después 
d e  ser firme la sentencia dictada con arreglo al texto antiguo; y 
seria anómalo que éste conservara su virtualidad como ele- 
mento agravatorio, cuando ya lo ha perdido en lo que atañe á 
la esencia de la responsabilidad. 

En identico sentido resolvi6 el Tribunal Supremo una cues- 
tión análoga por su sentencia de 30 de Noviembre de  1676, y la 
doctrina que con tal motivo sienta la Sala de casación, inspirada 
e n  un alto sentido de equidad y de justicia, puede y debe ser 
para nosotros norma segura de conducta. 

Hace V. S. perfectamente al no conceder importancia al ar- 
gumento que cabria aducir tomándolo de la frase *en juicio por 
falta de hurto,, que se emplea en el núm. 5 . O  del art. 531 refor- 
mado del Código penal; porque las leyes se dan para el porve- 
nir, y si desde la fecha de la reforma determinados hurtos se  
han de ventilar en juicio de faltas, la locución propia era ésa, 
sin que ello estorbe en lo más mínimo al efecto retroactivo, ya 
que este consiste en aplicar á los hurtos anteriores la medida 
con que se miden los presentes. 

La condena, pues, anterior por hurto simple en cantidad que 
no pasara de 10 pesetas s610 tiene la consideracibn de falta para 
los fines de la reincidencia, criterio á que deberán atenerse los 
funcionarios fiscales en sus peticiones y dictámenes. 

Tampoco yo he de terminar sin l'aniar la atención de V. S. 
sobre la gravedad que encierra el que para huir de ciertos peli- 
gros, sin duda positivos y reales, se afronten otros de bastante 
mayor trascendencia. Cierto que conociendo de primera inten- 
ción el Juez municipal en los casos de lesiones, si éstas necesi- 
tan más de quince días de asistencia médica, se habrá perdido 
un tiempo precioso para la aportación de datos sumariales, con 
daño probable para el éxito del juicio; pero. esto no justifica 
que se incoe sumario como medida de previsión, pues el rigor 
16gco obligaría á incoar10 en todos los casos, con lo cual 
quedarfa desconocido en parte lo que prescribe el art. lt, nú- 
mero 1.' de la ley de Enjuiciamiento, y se cambiaria el sistema 
hasta aquí seguido, puesto que antes había el mismo riesgo, 
siquiera el plazo fijado como limite entre el delito y la falta 
fuera menor, y no por eso se privaba de sus iniciativas á 10,s 
Jueces municipales cuando no existían indicaciones de delito. 
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Al buen juicio de V. S. no se oculta la conveniencia de dejar 

expedita la natural esfera de acción de las respectivas Autorida- 
des, y en la materia que nos ocupa la linea divisoria la ha de 
trazar el pronóstico facultativo, que habrá de exigirse ahora, 
como siempre, en forma todo lo precisa y definida que sea posi- 
ble y, según sea Cste, así corresponderá, como regla general, 
tomar conocimiento al Juez municipal 6 de instrucción. 

Abrigo la convicción de que también en esto ha de coincidir 
el parecer de V. S. con el razonamiento que acabo de exponer; 
coincidencia que contribuirá á hacer más atractiva la inalterable 
ley de unidad por que nos regimos. 

24 de Enero de 1907. 

He leído con la atención debida la comunicación que V. S. me 
dirige con fecha 17 del corriente y empiezo consignando que son 
dignas de estudio las consultas que en ella formula. 

Dada la imperiosa obligación de aplicar el art. 23 del Código 
penal á las causas ya falladas, á las cuales afecte la reciente re- 
forma de dicho Código, pregunta V. S.: ¿qué Tribunal es com- 
petente para imponer la penaque el hecho merece, segiin su nue- 
va calificación? 

Entiendo, como V. S., que este punto no puede ofrecer la me- 
nor duda. La disposición transitoria de la nueva ley ordena que 
en los procesos pendientes, si el hecho que se persigue pasa á 
ser falta, se dictarA auto de inhibición, remitiendo las diligencias 
al Juez municipal respectivo, que en su virtud conocerá íntegra- 
mente del liecho y de la aplicación del derecho; pero no men- 
ciona las causas ya sentenciadas, y respecto á ellas es forzoso 
reconocer la competencia del Tribunal que las fallú, á quien co- 
rresponde ejecutar sus propias sentencias y, como lógica conse- 
cuencia, adaptar á las condenas impuestas las alteraciones que 
las reformas legislativas introdiizcan; aparte de que si se atribu- 
yera tal misión á los Jueces municipales, se otorgaría la facultad 
de revisión que el principio de retroactividad implica á una en- 
tidad no s61o extraña al juicio cuyos efectos se trata de revisar. 
sino inferior en la escala de jerarquía á aquella de quien el  fallo 
procede. 

La cuesti6n que plantea V. S. en segundo tdrmino es  intere- 



sante, por más que no falten precedentes para resolverla. La 
corídena anterior por una infracción que, con arreglo á los nue- 
vos preceptos reformados, sólo constituye falta, ¿determinará re- 
incidencia á los fines de elevar la falta de hurto á delito 6 de  
agravar Bste, bien genérica 6 bien específicamente, según que 
haya de aplicarse sólo el art. 531 6 tambien el 533 del Código 
penal? 

Debemos sostener la negativa, aun admitiendo que el caso es  ' 

discutible en la esfera puramente especulativa. El precepto del 
articulo 23 del citado Código es tan amplio y se informa en un es- 
piritu tan abierto y generoso, que no consiente señalarle limita- 
ciones ni oponerle barreras. Lo que quiere decir e1 legislador es  
que el delito deja de existir en todos los órdenes cuando des- 
aparece de la ley que lo definia y penaba como tal, y llega á tanto 
en ese camino de generosidad, que hasta supedita la autoridad 
de la cosa juzgada al rigor de su mandato, puesto que dste alcan- 
za á las sentencias firmes y que se  están ejecutando. 

Claro que el examinar si el hecho anterior que se castigó como 
delito está Iioy reputado corno falta, envuelve un juicio retros- 
pectivo sobre lo ya juzgado; pero no otra cosa significa la retro- 
actividad, como antes indico, y el principio que el legislador con- 
sagra en el mencionado art. 23 quedaria desnaturalizado si, ve- 
rificada la reforma, continuara viviendo como delito, siquiera 
fuese para el efecto legal de las reincidencias, lo que ya ha per- 
dido ese carácter. 

El precedente á que antes me refiero no puede ser más auto- 
rizado, aunque de remota fecha. La sentencia del Tribunal Su- 
premo de 30 de Noviembre de 1876 aplica el mismo criterio en 
asunto de perfecta analogía con el que nos ocupa, y opino que 
el Ministerio fiscal, aun sin ese valioso dato que ofrece segura 
garantía de acierto, estaría en el  deber de adoptar una actitud 
libre de trabas que, por favorecer al reo, armoniza mejor la doc- 
trina que rige en materia de interpretación con el obligado res- 
peto á la letra y á la mente de la ley. 

Respecto al último particular que V. S. consulta, poco habré 
de decir, porque las pr5cticas pueden variar en lo tocante á la  
forma de sustituir en los procesos fallados, y cuya pena se está 
cumpliendo, la antigua por la nueva penalidad. Parto de la base 
de que es inexcusable la audiencia fiscal en la forma que mAs se 
avenga á la premura con que tales negocios se han de tramitar y 
creo, como V. S., que la sustitución habrá de hacerse por medio 



de auto fundado. Lo esencial, sin embargo, es que se obvien to- 
das las dificultades á fin de que los penados reporten con rapidez 
el beneficio que á tenor de  la reforma les corresponda. 

24 de Enero de rgo7. 

Debo manifestar á V. S., en contestación á la consulta que me 
dirige fecha 24 del que cursa, que estableciendo la disposición 
transitoria d e  la ley de  3 del corriente que en los procesos pen- 
dientes, si el hecho que se persigue pasa 6. ser falta, se dictará 
auto de inhibición, remitiendo las diligencias al Juez municipal 
respectivo, sin decir nada con relación á las causas ya senten- 
ciadas, por virtud de las que estiin cumpliendo 6 hayan de cum- 
plir condena los reos, es forzoso que con aplicación del art. 23 
del Código penal, por virtud de la retroactividad de las leyes 
penales en cuanto favorezcan á los sentenciados, pida V. S. en 
cada proceso que se haga aplicaci6n de dicho articulo, limitan- 
do la pena impuesta á la que establece la nueva ley, y ajiistán- 
dose para determinar la que deba cumplirse á lo que determina 
el  art. 620 del Código penal. 

Desde luego estas declaraciones deben hacerse, como V. S. 
acertadamente indica, por los Tribunales sentenciadores. 

Encuentro perfectamente acertado el criterio de V. S. res- 
pecto á los efectos que debe producir el hecho de haber sido 
condenado anteriormente el reo por delito da hurto, pues si la 
anterior condena fu6 determinada por una sustracción cuyo va- 
lor no excedió de 10 pesetas, la retroactividad de la ley obliga 
á que no se estime hoy tal circunstancia como constitutiva de 
una reincidencia. 

Vea V. S. la sentencia de este Tribunal Supremo de 30 de 
Noviembre de 1876, que contiene el fundamento legal en que 
deberá apoyar sus peticiones en este sentido, y no he de enca- 
recerle la necesidad de lo urgente que es que se hagan las de- 
claraciones indicadas en las causas ya sentenciadas y pendien- 
tes de total 6 parcial cumplimiento de condena. 

26 de Enero de 1907. 



Vista la consulta de V. S .  en comunicación fecha 25 del co- 
rriente, debo manifestar que en las causas ya sentenciadas, al 
publicarse la ley de 3 del actual reformando el Código penal, por 
virtud de las que estén cumpliendo 6 hayan de cumplir condena 
los reos, procede que V. S., para la aplicación forzosa del artícu- 
io 23 de dicho Código, pida en cada proceso que se haga la re- 
ferida aplicación, limitando la pena impuesta á lo que establece 
la nueva ley y ajustándose para determinar la que deba cum- 
plirse á lo que establece el art. 620 del repetido Código. 

Desde luego estas declaraciones deben hacerse por el Tribu- 
nal sentenciador, aplicando también el mkmo los beneficios de la 
reforma que aquellas representan. 

30 de Enero de 1907. 

El criterio mantenido por este Centro, y que debe sostener esa 
Fiscalfa, acerca de los particulares á que su consulta de 26 del 
corriente se refiere, está basado en la forzosa aplicación que hay 
que dar al art. 23 del Código penal y doctrina sancionada 
por este Tribunal Siipremo en sentencia de 30 de Noviembre 
de 1876. 

Al efecto, debe V. S. pedir, en cada proceso terminado por 
sentencia de los comprendidos en la nueva ley, que se haga 
aplicación de dicho articulo, limitando la pena y ajustándose 
para determinar la que deba cumplirse B lo que establece el ar- 
ticulo 620 del propio Código, cuyas declaraciones corresponde 
hacer á los Tribunales sentenciadores. 

Respecto al caso de causas falladas por delitos que hoy son 
faltas, y en las que se aplicó á los penados el  beneficio de la 
gracia de indulto concedido por Real decreto de 23 de Octubre 
último, no cabe dudar que dicho indulto aplicado por el Tribu- 
nal sentenciador tiene que surtir todas las consecuencias lega- 
les, puesto que el efecto relativo á la retroactividad queda siem- 
pre supeditado á lo que favorezca al reo. 

30 de Enero de 1907. 
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Contesto su comunicación fecha 23 del corriente, reveladora 

de su celo, que aplaudo, por el mejor servicio, manifestdndole 
que en las causas ya sentenciadas por hurtos 6 lesiones que hoy 
serían faltas y en las que los sentenciados se hallan cumpliendo 
condena 6 no hayan empezado á cumplirla, debe V. S. pedir 
que, con arreglo á lo que dispone el  art. 23 del C6digo penal, 
esa Audiencia haga la declaración correspondien~e & los efectos 
de la ejecutoria, para que los reos cumplan solamente la pena 
que establece la ley de 3 del que cursa, dado el principio gene- 
ral de derecho que reconoce y declara dicho art. 23 del Código 
penal, de que las leyes penales tienen efecto retroactivo en 
cuanto favorezcan al reo de un delito 6 falta, aunque al publi- 
carse aquéllas hubiere recaido sentencia firme y el condenado 
estuviere cumpliendo condena. 

En cuanto á la duda que V. S. señala con el núm. 3 . O ,  cierta- 
mente son muy fundados los términos que V. S. expresa en su 
consulta; pero fuerza es reconocer que ahí donde la ley no es- 
tablece soluciones 6 preceptos concretos, se hace necesario 
suplirlos, ajustándose á los principios generales del derecho. 

Juzgo que entre todas las soluciones posibles para resolver el  
caso en cuestión, la de peores resultados sería dividir la conti- 
nencia de los procesos, haciendo que un solo hecho fuese objeto 
de sanciones distintas y por distintos Tribunales; así que entien- 
do lo más acertado que el Tribunal que deba conocer del delito 
juzgue, juntamente con él, la  falta, en la misma forma que se 
verifique con las faltas incidentales. 

Por último, el art. 606 reformado establece tina figura espe- 
cialísima de falta, puesto que sólo sanciona las sustracciones de 
leñas de montes comunales por quien tenga la cualidad de co- 
munero, y, por tanto, parece que la circunstancia de ser el  cul- 
pable dos veces reincidente no puede influir en tales casos para 
que se convierta en delito esa falta especial. 

A ello se oponen, como V. S. acertadamente indica, las reglas 
que deben seguirse en la interpretación de las leyes penales, y 
por ello éste debería ser el criterio que V. S. debe seguir, por 
lo menos hasta que la jurisprudencia establezca doctrina sobre 
la materia. 

31 de Enero de 1907. 



Enterado de la consulta de V. S., fecha 20 del que cursa, refe- 
rente á si es de aplicación lo que dispone el art. 23 del Código 
penal á las causas en que se persiguen juntamente los delitos de 
disparo de arma de fuego y lesiones menos graves de duración 
inferior á quince días, debo maiiifestarle que, modificadas las 
disposiciones del citado Código penal por la ley de 3 de  Enero 
último, estableciendo que las lesiones que invirtieran en su cu- 
ración de uno á quince días serán castigadas como falta, es indu- 
dable que en tales procesos es de rigurosa aplicación lo que dis- 
pone el ya citado art. 23 del Código penal, por lo que estimo 
perfectamente ajustado á derecho el auto dictado por esa Au- 
diencia en la causa á que V. S. se refiere, debiendo piestarle su 
conformidad y pedir en casos análogos Ia aplicación del referido 
articulo 23 del C6digo penal. 

24 de Mayo de 1907. 



LEY ELECTORAL 

i 
$ Art. 102. 

Los preceptos del art. 102 de la ley Electoral y las reglas 
que se establecen en la circular de 15 de Abril de 1854, sobre 
cuya inteligencia me consulta V. S., no pueden ofrecer duda 
ninguna respecto al ejercicio de la acci6n pública en las causas 
por delitos electorales, y siendo éstos públicos, y por tanto per- 
seguibles de oficio, tampoco es dudoso que cuando son denun- 
ciados, debe procederse en la forma que determina el titulo 
primero del libro segundo de la ley de Enjuiciamiento criminal, 
y muy señaladamente en e1 art. 269, siempre en relación con las 
disposiciones de la antedicha ley especial. 

4 de Junio de 1907. 



LEY DE C A Z A  

I' 
/' - Arts. 19 y 20. 

Contestando la consulta formulada por V. S., en vista de la co- 
municación que dice haber recibido del Sr. Comandante de la 
Guardia Civil de  esa provincia en queja de que, habiendose de- 
nunciado el hecho de cazar con galgos sin licencia, aunque se 
castigó, no se acordó la pérdida del galgo, según lo prevenido 
en el art. 40 de la ley de Caza, manifiesto á V. S., sbundando en 
el criterio que sustenta en el asunto, que ni el articulo citado, 
ni ninguna otra disposición de dicha ley, ni el del reglamento 
dictado para su ejecución, dado el espíritu que los informa, 
autoriza la perdida para su venta 6 muerte de las galgos y de- 
más clases de perros con que se practique ilicitamente el ejerci- 
cio de la caza. 

Si bien es cierto que, interpretando el art. 47 de la ley de Caza 
derogada, de 10 de Enero de 1879, este Tribunal Supremo, en 
sentencia dictada en recurso de casación por infracción de ley 
el 22 de Diciembre de 1894, única que existe en la materia, de- 
c l a d  bien decretada la pérdida de  los galgos, como medio usa- 
do, en aquella ocasión, para el apoderamiento de la caza, siquie- 
ra esto no fuese esencial al objeto del recurso, por no hallarse 
taxativamente comprendido en el núm. 6.O del art. S49 de la ley 
de Enjuiciamiento criminal, hoy que las presciipciones referen- 
tes á las infracciones del derecho de cazar han msrecido mayor 
amplitud y deben, como todas las penales, ser aplicadas en el 
sentido más favorable para los culpables, puede y debe soste- 
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nerse que no obsta la doctrina sentada, con la competencia y 
sabiduría acostumbradas, en la sentencia examinada al criterio 
en contrario mantenido por V. S. y que confirmo como regla de 
aplicación general, sin otra excepción que la contenida en el ar- 
ticulo 62 del reglamento de la ley de Caza, que ordena matar en 
la época de veda todo perro de caza que transite por los campos 
sin ir en las condiciones que tal articulo determina. 

Precisamente, son muy significativos esta excepción y el si- 
lencio que la ley y su reglamento guardan, en sus demás dispo- 
siciones, respecto á las medidas que hayan de adoptarse cuando 
se cace indebidamente con perros, lo que no sucede cuando se 
ocupa de la caza de la perdiz con reclamo, art. 19 de la ley, ni 
con hurón, art. 20, en los que dispone que serán muertos en el 
acto de la aprehensión; unido á que el art. 47, al disponer lo 
que ha de  hacerse con el arma ú objeto con que se pretenda 
cazar, expresa que aquélla podrá recuperarse mediante la entre- 
ga de 100 pesetas en papel de pagos, y los objetos nunca serán 
devueltos. y se iqczttilizardn; con lo que no puede aceptarse 
que esta inutilización signifique la muerte de los perros, ni que 
á estos se les considere como objetos, ya que cuando se ha que- 
rido prescribir la muerte de estos animales, se ha hecho clara 
y terminantemente en el art. O2 del reglamento de la ley de Caza, 
y las infracciones que con los mismos puedan cometerse resulta. 
rían, en el caso de decretarse su destruccióii, castigadas con ma- 
yor rigor que el que entrañan las penas principales para ellas es- 
tablecidas, por las dificultades de su adquisicibn, crianza y edu- 
cación, y hasta el valor de afección que en muchas ocasiones 
tienen. 

Además, en el caso que nos ocupa que, conforme á lo dispues- 
to en el parrafo 3.' del art. 50 de la ley de Caza, constituye tan 
sólo una falta, la aplicación que en defecto 6 por analogía de lo 
establecido en el art. 47 de la propia ley pudiera hacerse de la 
prescripción como supletoria del art. 622 del Código penal, no 
envuelve tampoco el comiso del galgo con que se cazó, porque 
en las faltas sólo se autoriza el del arma que se llevare al  co- 
meterse el daño. 

16 de Noviembre de 1906. 



Examinado el testimonio de la sentencia dictada por esa Au- 
diencia provincial en causa seguida por hurto de  caza, contra 
la cual ha preparado V. S. recurso de casación por infracci6n 
de ley, esta Fiscalia ha desistido del expresado recurso por en- 
tender que los hechos que en la sentencia se declaran probados 
no constituyen el delito que define y pena el art. 50 de la vi- 
gente ley de Caza que V. S. considera infringido. 

Castiga este articulo como responsable de delito al que entran- 
do en propiedad ajena sin permiso escrito del dueño 6 arrenda- 
tario, cuando ese permiso sea necesario, se le encuentre con la- 
zos ii otros ardides para aprisionar 6 matar la caza. Es decir, 
que para que tal delito exista es necesario que la propiedad en 
la cual se haya cometido la infracción citada sea de aquellas en 
las que no pueda penetrarse sin permiso escrito del dueño 6 
arrendatario, en consonancia con lo establecido en el art. 9.O de 
la mismaley, y ampliando sus preceptos, dispone el art. 8.' del 
reglamento dictado para su aplicaci6n que en los terrenos que 
no reunan las circunstancias indicadas en los articulos 5." y 9 . O  

del mismo reglamento, esto es, que no sean cercados 6 acotados 
ni vedados de  caza, se podrá cazar libremente y sin permiso del 
dueño, siempre y cuando estén levantadas las cosechas. 

Como el  terreno en que fu8 sorprendido cazando con lazos el 
procesado era de propios y en él  no estaba arrendada la caza, 
pudo aquél penetrar en el mismo sin necesidad de permiso es- 
crito, y si al verificarlo cometió alguna infracción de la citada 
ley, deberá ser castigada con arreglo 5 los articulos 48 y siguien- 
tes de la misma; pero no es tal infracción constitutiva del delito 
que define en su art. 50, razones todas que á juicio de esta Fis- 
calia impiden que pudiera prosperar el recurso de casación 
por V. S. preparado. 

Pero si no existe delito, es evidente que el procesado cometi6 
la infracción prevista en el art. 20 de la ley de Caza, penable 
como falta con arreglo á la misma ley y que no ha sido juzgada 
bajo este concepto y con tal carácter, porque sometida al Tri- 
bunal sentenciador la cuestión procesal en su integridad como 
constitutiva de delito, la sentencia se  limita á declarar la no 
existencia del que fu8 objeto de la acusación; pero nada decide 
acerca de la falta, cuesti6n que no ha sido discutida y para cuyo 

10 



conocimiento no tenia competdncia, por corresponder juzgarla 
privativamente á los Jueces municipales, con arreglo al art. 45 y 
por el procedimiento establecido en el mismo articulo y los si- 
guientes de la referida ley de Caza, por lo que debe V. S. comiP- 
nicar al Fiscal municipal del distrito correspondiente las órde- 
nes oportunas para que, denunciando la falta al Juez municipal 
competente para conocer de ella, inste la celebración del opor- 
tuno juicio en que pueda imponerse á su autor la sanción penal 
correspondiente. 

6 de Febrero de 1907. 

A r t .  47. 

En respuesta á la consulta que por conducto de V. S. ha for- 
mulado el Fiscal municipal á quien alude, significo á V. S., á fin 
de que lo transcriba á dicho funcionario y sirva para los demás 
de norma de conducta en lo sucesivo que, por muy sensible que 
sea el incumplimiento de las disposiciones de la vigente ley de 
Caza, relativas á la ocupación y pérdida 6 comiso de las armas 
con que, infringiendo dicha ley, se pretende cazar, ni el art. 47, 
ni ningún otro de la misma, autoriza para que, en la ejecución 
de las sentencias que dicten por semejantes infracciones los 
Jueces municipales, se imponga por éstos B los infractores, 
cuando dejan de presentar para su comiso las armas que á su 
tiempo debieron serles ocupadas, la multa de cien pesetas en 

' 

papel de pagos al Estado. con el apremio personal correspon- 
diente á un día por cada cinco pesetas que dejen de satisfacer, 
como equivalencia de la prescripción del citado art. 47 de la 
ley de Caza, que permite se recuperen dichas armas mediante 
la entrega de cien pesetas en papel de pagos en cada caso. 

Opónese igualmente á que el beneficio de la recuperación del 
arma, otorgado por la ley, se trueque, dándole una interpreta- 
ción que la misma no admite, en mayor penalidad de la falta 
castigada, aparte de no ser imputable al infractor la negligencia 
que haya existido para la posible ocupación del arma, el prin- 
cipio general de derecho de que  las leyes penales deben ser 
aplicadas con espíritu restrictivo, que sanciona el art. 22 del 
Código penal, de perfecta aplicaci6n á los hechos motivo de la 
consulta, como supletorio que es de la ley de Caza, y en el que 
se establece que no será castigado ningún delito ni falta con 



pena que no se halle establecida por ley anterior á su perpe- 
tración. 

Asi, pues, si bien en el  especialisirno caso de que, decretada 
la recogida del arma para su comiso, no obstante acreditarse 
que se halla en poder del condenado, se negase éste 6 se resis- 
tiese & su entrega, podría procederse contra el mismo, por razón 
de delito, á tenor de lo dispuesto en el art. 265 del Código pe- 
nal, en los demás deber& limitarse la  acción judicial B excitar el  
celo de los agentes de la Autoridad y de  esta misma para que 
las armas sean aprehendidas en el acto de la infracción, y si no 
lo fuesen, para que se proceda después á su ocupación con la 
debida diligencia, sin que la falta de  éxito permita la adopción 
de otra medida que l a  de acreditarse en la ejecutoria, para su 
debida terminación, la imposibilidad material del cumplimiento 
de aquel extremo, sin perjuicio de exigir, si existiese, la respon- 
sabilidad de los agentes de la Autoridad, como funcionarios de  
la policía judicial. 

31 de Enero de 1907. 



LEY DE ENJUICIAMlENTO CRIMINAL 

Tenga V. S. en cuenta, á los efectos de su consulta fecha 10 del 
mes corriente, que si bien es cierto que el párrafo 2.Odel art. 622 
de la ley de Enjuiciamiento criminal faculta al Ministerio fiscal 
para pedir al Juez de instrucción que declare terminado el su- 
mario cuando considere que en él se han reunido los suficientes 
elementos para hacer la calificación de los hechos y poder en- 
trar en el trámite del juicio oral, facultad de que sólo puede ha- 
cer uso en aquellos procesos en que no haya acusador privado, 
y de que e1 627 exige la audiencia del Fiscal como trámite pre- 
vio para que el Tribunal apruebe 6 deje sin efecto la declaración 
de terminación del sumario, no lo es menos que el art. 630 con- 
cede B los Tribunales la facultad de corifirmar 6 revocar el auto 
de terminación de sumario dictado por el Juez, sin establecer 
para el ejercicio de esta facultad ningún genero de limitaciones, 
salvo la a~~clicncia anterior al Fiscal y en su caso al querellante 
particular. 

No puede negarse que en buenos principios de derecho proce- 
sal parece que los Tribunales no pueden revocar el auto de ter- 
minaciCn del sumario dictado por el Juez cuando las acusaciones 
pública y privada le prestan su conformidad; pero como contra 
los autos que dicten los Tribunales confirmando 6 revocando el 
de terminación de sumario no concede la ley más recurso que el  
de súplica, V. S. en los casos á que la consulta se refiere única- 
mente podrá utilizar éste, cuidando de fundarle con todo esmero 
y siempre con el respeto y consideración con que deben tratar- 
se  las resoluciones judiciales por los funcionarios del Ministerio 
hca l ,  siquiera no sean conformes con sus apreciaciones. 

17 de Febrero de 1907. 



.-(-i2 / . Arts. '749 y '746. 

El art. 749 de la ley de Enjuiciamiento criminal contesta cate- 
góricamente la consulta formulada por V. S .  en comunicaci6n 
de 15 del corriente, pues dicho precepto dispone que cuando 
por razón de los casos previstos en  los núms. l . O  y 5 . O  del articu- 
10 746-e1 4.' es aquí el aplicable-haya de prolongarse indefi- 
nidamente la suspensión del juicio, 6 por un tiempo demasiado 
largo, se dec2arará sin efecto la parte del juicio celebrada y se  
citará á nuevo juicio para cuando desaparezca la causa de la sus- 
pensión 6 puedan ser reemplazadas las personas reemplazables. 

Tal es lo que debe V. S. pedir en el caso á que se refiere, sin 
que haya de intervenir en cuanto á la fecha del nuevo señala- 
miento, funci6n privativa del Presidente. 

17 de Junio de 1907. 

Siendo jiirispr~idencia constailte de la Sala 2.8 de este Supre- 
mo Tribunal que la sentencia que absuelve 6 condena resuelve 
por regla general todos los puntos debatidos en el juicio que 
han sido objeto de la acusación y de la defensa, y que el ar- 
ticulo 142 de la ley de Enjuiciamiento criminal s610 impone á. 
los Tribunales la obligaci6n de consignar en los resultandos de 
la sentencia los hechos que á su juicio aparezcan probados, sin 
que al prescindir de aquellos que no le merezcan tal concepto 
quebrante las formas del procedimiento, con arreglo al  art, 912 
núm. 1.O de dicha ley, ha desistido esta Fiscalia del recurso de 
casación por quebrantamieiito de forma interpuesto, desistien- 
do igualmente del que por infracci6n de ley se había preparado 
contra la misma sentencia, porque no declarándose en ella pro- 
bado que las frases y conceptos que en la acusación se estiman 
injuriosas se refieran á la persona de S. M. el Rey, no podria 
prosperar el mencionado recurso, que necesariamente habría de 
fundarse en la afirmación de tal concepto de hecho, á que no 
autoriza el fallo recurrido. 



LEY DEL JURADO 

Art. lo?'. 

Detenida y atentamente he leido la comunicación que V. S. 
me dirige con fecha 7 del corriente, dando cuenta del criterio 
hoy dominante en esa Audiencia provincial en un punto de la 
mayor gravedad é importancia, cual es el de estimar tan sólo 
como veredictos susceptibles de  revisión aquellos en que se nie- 
ga la pregunta de culpabilidad. 

Con singular acierto pone V. S. de manifiesto las transcen- 
dentales consecuencias y el daño irreparable para el interes de 
la justicia que lleva tras de si esa interpretación que, sin agra- 
vio para nadie, bien pudieramos calificar de artificiosa, por 
cuanto encierra toda su fuerza en una distinción sutil que la 
ley no abona y que, en realidad, no es  otra cosa que un mero 
cambio de palabras con significado convencional, inofensivo 
como nota diferencial en la forma puramente externa de los 
veredictos, pero que es evidentemente opuesto al pensamiento 
del legislador y á los fines del recurso de revisión cuando á su 
amparo se pretende ciar efectos jurídicos diversos 5. lo que en su 
esencia reviste caracteres de identidad. 

No hay posibilidad, sin embargo, por falta de recurso apro- 
piado, de que lo que reputamos un error lameiitable sea corre- 
gido de modo directo por la Sala de casación; mas esto no im- 
pide que persistamos en mantener la que creemos sana doctri- 
na, siquiera por el motivo legal que V. S .  indica nos veamos 
privados de razonarla allí mismo donde el  error se exte- 
rioriza. 



Por lo que respecta á esta Fiscalía, recoge el dato que V. S. 
expone y los sólidos argumentos en  que apoya su ilustrada opi- 
nión como valiosos elementos que habrá de aprovechar en oca- 
sión oportuna; y entre tanto, cúmpleme expresarle que presto 
gustoso mi entera conformidad al luminoso estudio con que una 
vez más justifica sus ya reconocidas dotes de celo y competen- 
cia excepcionales. 

24 de Enero de 1907. 



LEY DE 23 DE MARZO DE 1906 

El examen de la causa seguida en esa Audiencia por delitos 
de ultrajes á la Nación, remitida á la Inspección de Tribunales á 
los efectos del art. 10 de la ley de 23 de Marzo del corriente año, 
me pone en el  caso de dirigir á V. S. algunas observaciones en- 
caminadas á que la acción del Ministerio fiscal haga desaparecer 
prácticas defectuosas que el estudio del aludido proceso pone 
en relieve. 

Se nota, en primer lugar, que el Juez que instruyó el sumario, 
al resolver el recurso de reforma utilizado por uno de los pro- 
cesados contra el auto por el que se le declaró sujeto al procedi- 
miento, acordó no ser admisibles en las causas de esta índole 
los recursos ordinarios que la ley de Enjuiciamiento criminal 
otorga, por entender que así se desprende de lo que disponen 
los artículos 7, 13  y 14 de la citada ley. Tal declaración, sin em- 
bargo, por ser limitativa de innegables derechos, constituye, en 
sentir de este Centro, un error de consecuencias transcendenta- 
les, é implica la abolición de medios de defensa que la nueva 
ley no proscribe en ninguno de sus preceptos y que antes bien 
quedan virtualmente reconocidos si se tiene en cuenta que el 
artículo 13 de aquella ordena que la tramitación de los procesos 
por los delitos que son su objeto se ajuste á las reglas del pro- 
cedimiento ordinario, salvo disposición especial, que en  este 
caso no existe. 

Recomiendo, pues, B V. S. que haga entender á sus subordi- 
nados el deber en que se  encuentran, al inspeccionar los suma- 
rios de esta clase que puedan instruirse, de velar por que se 
cumpla la mencionada ley según su espíritu y letra, evitando que 



á la sombra de  una interpretación restrictiva, qwe sólo puede 
hallar disculpa en la rectitud de la intención, se  menoscaben las 
garantías procesales de qae el representante de la ley ha de ser 
celoso guardián. 

En el error que padeció el Juez d e  instrucción ha incidido se- 
guramente la Sección de esa Audiencia provincial que conoció 
de la causa en cuestión, dado que no hizo á aquel funcionario 
las advertencias procedentes respecto del particular, por lo que 
está más indicada la vigilancia y la  gestión de V. S., si se ha de 
corregir la equivocación á que vengo aludiendo. 

Igualmente resulta que la Sala que conoció de la causa con- 
firmó el auto de terminacidn del sumario sin nombrar ponente 
ni oir previamente al Fiscal, con infracci6n manifiesta del ar- 
ticulo 627 de la ley de Enjuiciamiento criminal, en relación con 
el 13 de la de 23 de Marzo. Acaso obedezca esta conducta á un 
prejuicio sugerido por la especial redacción de los artículos 7 y 8 
de la misma ley; pero, de todos modos, importa mucho que ten- 
ga V. S. presentes las instrucciones que esta Fiscalía le comu- 
nicó contestando á su consulta de  18 de Abril Siltimo, á fin de de- 
ducir con oportunidad las reclamaciones que procedan, sin las 
cuales podría creerse con algún fundamento que asentimos al 
error 6 que abdicamos de  las atribuciones que nos corres- 
ponden. 

Es, por tanto, esencial que V. S. en adelante se oponga por to- 
dos los medios en derecho pertinentes á que se altere, sin razón 
legal que lo justifique, la naturaleza del sistema procesal vigen- 
te, aplicable, por expreso mandato del legislador, á los delitos 
que define la ley de 23 de Marzo, con sólo las excepciones en la 
misma marcadas, y de esta manera nos hallará siempre la opi- 
nión colocados en el terreno del desapasionamiento y de la es- 
tricta legalidad. 

No terminaré sin consignar que esta Fiscalía ha visto con 
agrado que esa Audiencia provincial y V. S. hayan interpretado 
con sentido amplio lo que dispone el art. 10 de la ley antes 
mencionada. Según su letra, es obligatorio remitir á la Inspec- 
ción de Tribunales los procesos terminados por sentencia defi- 
nitiva absolutoria 6 condenatoria, y se  ofrece desde luego la 
duda de si estarán comprendidas en ese precepto las causas ter 
minadas por auto de sobreseimiento libre 6 provisional, duda 
que ha sido resuelta por esa Audiencia y por V. S. afirmativa- 
mente, dando con ello una prueba de  su ilustración y de su 



acierto, pues fijándose en la mente de  la ley y en los fines que 
persigue, se llega ir la conclusión rigorosamente lógica de que. 
aquella se contraria y Bstos no se cumplen si no se somete al es- 
tudio de la Inspección de Tribunales todo proceso en que recai- 
ga resolución que le ponga término en cualquiera de las formas 
ir que se refiere el acuerdo de la Sala de gobierno de este Tribu- 
nal Supremo de 27 de Octubre próximo pasado, de que le remi- 
to copia. 

30 de Octubre de 1906. 



REAL DECRETO DE 23 DE OCTUBRE DE 1906 

Según la disposici6n primera de  la Real orden de  31 de Octu- 
bre último, aclaratoria del Real decreto de indulto, es aplica- 
ble la gracia concedida por Bste á todos los procesados cuyas 
causas se encontrasen en el estado procesal subsiguiente á la 
apertura del juicio oral en virtud del auto ordenado en el  ar- 
ticulo 649 de  la ley de Enjuiciamiento, si los procesados se con 
forman con la pena solicitada por la acusaci6n, en cuyo caso de- 
ben proceder los Tribunales á dicha sentencia en los tfxmiilos 
que previene el núm. 3 . O  del art. 5." del mencionado Real de- 
creto. 

7 de Noviembre de 1906. 

Por el  art. l." del Real decreto de 23 de Octubre último se 
concede indulto total, cualquiera que sea la respectiva pena, á 
los inculpados 6 sentenciados por delitos cometidos por medio 
de la imprenta ú otro medio mecánico de publicación, que se en- 
cuentren comprendidos en los artículos del C6digo penal común 
que en el núm. 1." del citado articulo se enumeran. 

Fijados taxativamente por dicha soberana disposición los de- 
litos á que ha de aplicarse la gracia, no puede hacerse ésta ex- 
tensiva por equidad, ni por analogia, á otros delitos distintos no 
comprendidos en su texto, y por consiguiente del que tiene su 
sanción en el art. 174 del Código penal, que no figura entre los 
enumerados en la disposición legal citada; el declararlo asi im- 



plicaria una arrogacidn de atribuciones ajenas á los Tribunales de  
justicia, que no tienen otra misión que la de juzgar, aplicando 
las leyes, pero sin modificarlas, ni ampliarlas ti casos no compren- 
didos en la ley misma. 

Por el art. 2 . O  del mismo Real decreto se declara comprendi- 
dos en sus disposiciones á los reos de delitos electorales; pero en 
cumplimiento de lo preceptuado por el art. 106 de la ley de 26 d e  
Junio de 1890, se establece como condici6n ~ r e c i s a  para obtener 
la gracia de indulto que los reos hayan cumplido la mitad del 
tiempo de su condena de las penas personales y satisfecho la 
totalidad de las pecuniarias y las costas. 

Es evidente que esta disposición se refiere al núm. 3." del ar- 
ticulo l." del mismo Real decreto, ya que los delitos electorales 
no están comprendidos en ninguno de los casos enumerados en 
los núms. 1.O y 2." del mismo articulo, y es una excepción de la 
regla general establecida en dicho núm. 3 . O ,  y por consiguiente, 
que además de las condiciones exigidas por el art. 5.' para que á 
los sentenciados á las penas de arresto mayor y menor y multas 
pueda serles aplicada la gracia de indulto, ha de cumplirse la que 
el art. 2.", en consonancia con el art. 106 de la ley Electoral, exi- 
ge, condición que lo mismo alcanza á los sentenciados A las pe- 
nas de muerte que á los condenados al pago de multa, puesto 
que ni el citado art. 2 . O  ni el  106 de la ley Electoral hacen dis- 
tinción entre unos y otros. 

Por último, no s610 con arreglo al art. 2.' de la ley de 20 de 
Abril de 1888, sino por disposición expresa del art. l.', el Tribu- 
nal del Jurado debe conocer de los delitos contra las Cortes y sus 
individuos y contra el Consejo de Ministros; es decir, de todos los 
comprendidos en la sección 2.a del cap. 1, tit. 11 del libro 11 del 
Código penal, entre los que se halla el previsto en los arts. 171 y 
175 del mismo Código, á que se refiere el caso que V. S. consulta. 

23 de Noviembre de 1906. 

Siendo absoluto el precepto del Real decreto de indulto con 
relación á la multa, habiendo sido Csta impuesta como pena, no 
es posible considerarla excluida de la gracia que dicho Real de- 
creto otorga. 

ro de Diciembre de 1906. 



LEY DE 31 DE DICIEMBRE DE 1906 

Encuentro muy acertado que V. S. consulte la duda que l e  
ocurre con motivo de la aplicación de la ley de 31 de Diciem- 
bre último, y, si bien me complazco en reconocer la importancia 
de los razonamientos que expone, siento no participar de la opi- 
nión á que al parecer se inclina. 

Las arnnistias, lo propio que los indultos, como manifestación 
de la potestad constitucional inherente al Poder Supremo, son 
ejecutorias desde luego, dentro de las condiciones en que se 
otorgan, sin que haya posibilidad legal de que los lue reciben 
el beneficio lo rechacen 6 aplacen á medida de su voluntad. 

Atendido el categórico mandato que contienen los artícu- 
los 1.O y 2." de la citada ley, es forzoso, en las causas á que la 
misma se refiere, acordar de oficio la libertad de los procesa- 
dos y el sobreseimiento libre, por cuanto así lo ordena el legis- 
lador; sin excepción ni limitación alguna, antes, por el contra- 
rio, se desprende de todo el  contenido de dicha ley que el es- 
píritu que la informa e? de incondicional olvido y de amplio é 
inc.ondiciona1 perdón, sean cuales fueran las condiciones perso- 
nales en que el presunto culpable se halle. 

Nada importa que á simple vista ofrezca alguna dificultad des- 
cubrir el verdadero alcance del art. 3 . O ,  que concede el térmi- 
no de cuatro meses para que puedan .acogerse á los beneficios 
que la repetida ley otorga á todos los icdividuos á quienes afec- 
ta. Podrá referirse á aquellos casos en que, por ser dudosa la 
naturaleza del delito. los Tribunales no hayan aplicado la gracia 
de que se trata, 6 tal vez aluda al trámite del recurso de casa- 



- 158 - 
ción; pero sin negar la eficacia que en determinadas circuns- 
tancias pueda tener el expresado art. 3.O, hay que partir de una 
base indiscutible y evidente, como lo es la de que la obligación 
que se impone á los funcionarios de la Administración pública 
nada tiene que ver con la facultad que se confiere á los intere- 
sados. Aquéllos deben c~mpl i r  lo que concreta y terminante- 
mente se les manda, cualquiera que sea el uso que éstos hagan 
del derecho que se  les reconoce. 

Tampoco obsta lo que se dispone acerca de la responsabili. 
dad civil, pues, subordinada como está, en cuanto á la forma de 
exigirla, á la penal, cuando ésta desaparece, recobra aquélla su 
carácter propio, siendo lo procedente entonces que, al sobre. 
seerse el proceso, se consigne la opotuna reserva, á fin de que 
el que se crea asistido de derechos civiles por alguno de los con- 
ceptos que enumera el  art. 121 del Código, los utilice, si le con- 
viene, ante quien corresponda. 

Por lo que acabo de manifestar, comprenderá V. S. la nece- 
sidad de dar exacto cumplimiento á lo que prescribe el  art. 2.' de 
la nombrada ley de amnistía, y que en su virtud, es forzoso que 
V. S. pida sin dilación la libertad de los procesados que estuvie- 
ren presos, y, á su tiempo, el sobreseimiento de las causas 2 que 
se contrae su consulta, si se hallaren sometidas á la jurisdicción 
de esa Audiencia 6 de  los Juzgados de su provincia. 

24 de Enero de 1907. 



APÉNDICE TERCERO 



Estado núm . 1 . 
F 

FISCALIR DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Causa. S pendientes en las ilrtdiencius y Juzgados de su circunscripción el 1. O de Julio de 1906. incoadas desde esta fecha 
liasta 30 de Junio de 1007 y en tramitación el 1 .O de Julio de 1907. clasificadas por Audiencias . 

AUDIENCIAS 
Pendlontes Incondns 

desde 
1.' Julio 1900 

hnatii 

30 Junio 1007 . 

Madrid ......................... 
Barcelona ....................... 
Al bacete ........................ 
Burgos .......................... 
Caceres ......................... 
Coruña .......................... 
Granada ......................... 
Las Palmas ..................... 
Oviedo ......................... 
Palma .......................... 
Pamplona ....................... 
Sevilla .......................... 
Valencia ........................ 
Valladolid ...................... 
Zaragoza ........................ 
Alicante ........................ 
Almeria ......................... 
Aviia .......................... 
Badajoz ......................... 
Bilbao .......................... 
CAdiz .......................... 

Ciudad Real ..................... 1.210 1.440 

Cbrdoba ...................... 1 1.596 1 2.670 

Cuenca ........................ / 969 1 1.072 

.......................... Gerona 1 2 1 6 1  826 

Guadalajara ..................... . 1 231 1 880 
Huelva ........................ 
Huesca ......................... 
JaCn ........................... 
Le6n ........................... 
LCrida .......................... 
Logroño ........................ 
Lugo ........................... 
Málaga .......................... 
Murcia ........................... 

Palencia ........................ 1 234 1 736 

Pontevedra ..................... 1 523 1 1.533 

Salamanca ..................... 1 688 1 1 . lb4 

San SebastiAn ................... 1 193 1 580 

Santander ....................... 1 749 

Segovia ........................ 257 

Soria ........................... 346 

Tarragona ....................... 474 

.......................... Teruel 2 69 

Toledo .......................... 406 

Vitoria .......................... 64 

Zamora ........................ 396 
.- 

I TOTAL ....................S 4.4.371 



Estado núm. 2. 

F I S C R L ~ ~ .  DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Causas pendientes en las Audiencias y Juzgados de instrucción el la0 (le Julio de 1906, incoadas desde esta fecha hasta 
30 de Junio de 1907 y en tramitación el 1." de Julio (le 1907, clasificadas por la naturaleza de los hechos ó delitos. 

CAUSAS 

Incoadns 

desde 
1.O Julio 1906 

hnsta 
30 Jiinio 1907. 

Pendientes 

en 

1.' de Juilo 

de 1900. 

Delitos contra el honor (perseguibles de ofi- 

cio). .................................... 
Delitos contra el estado civil de las personas. 

Delitos contra la libertad y seguridad.. ..... 
Delitos contra la propiedad.. ............... 
Imprudencias. ............................ 
Delitos contra la Patria y el EjBrcito, defini- 

dos en la Ley de 23 de Marzo de 1906. .... 
Delitos definidos en las leyes electorales.. ... 
Quebrantamiento de condena.. ............. 
Ilechos por accidente.. .................... 

TOTAL.. ................ 

P & N X D X E N I P a S  EN XS0 X D  

EN LOS JUZGADOS DE INSTRU 

386 

82 

9'73 

19.256 

623 

17 

370 

64 

3.074 

44.371 

TIEMPO TR.4NSCCRTtIDO DESDE LA INCO.iCI6N 
-- - h 

............. Delitos contra la Constituci6n.. 

Delitos contra el orden público. ............ 
Falsedades ............................... 
Infracci6n de leyes sobre inhumaciones, vio- 

lación de sepulturas y delitos contra la sa- 

lud pliblica.. ............................ 
Juegos y rifas.. ............................ 
Delitos de los empleados públicos en el ejer- 

cicio de sus cargos.. ..................... 
Delitos contra las personas.. ................ 
Suicidios.. ............................... 
Delitos contra la honestidad.. .............. 

Menos De 1 u 3 Do 3 d 8 De 6 meses M68 
de un mes. meses. meees. ii Q:I nfio. de nn 860. i l 

126 

1 893 

1.269 

232 

196 

823 

13.668 

458 

861 



Estado nGm. 3. 

Causas pendientes en les Audiencias y Jiizgados de instrlicción el 1 ." de Jiilio de 1906, incoadas desde esta fecha hasta. 
30 de Jiinio de 1907 y en tramitación el 1.Ode Jiilio de 1807, por delitos contra la Patria y el Ejército, definidos 
en la Ley de 23 de IVIarzo de 1906, 



FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Causas incoamdals desde l." de Julio dc 1906 por los ~~~~~d~~ de instrooaión conespondientes á 1% de cada una de las Aiidiencias provinciales, clasificadas por la naturaleza de 10s hechos. 

. . . . . . . 
umacioni 



Estado núm. 5. 

FISCAL~A DEL TRIBUNñL SUPREMO 

CILIISRS pendientes en 12s Pisculías de las Audiencias eri l ."  de Jiilio de 1900, ingresadas desde esta fecha hasta :jO 

de Junio de 1907, y pendientes de despacho en la misma en 1." de ~ u l i o  de 1007. 

AUDIENCIAS 

- 
Pendientes 

en 

Flscnlín 

en 1.O de Julio 

de 1900. 

Madrid.. ............. 1 195 

Barcelona.. ........... 
............ Albacete.. 

............. Burgos.. 

Cáceres.. ............. 
Corufia., ............. 

............ Granada.. 

Las Palmas.. ......... 
Oviedo. .............. 
Palma. ............... I 
Pamplona.. ........... 1 l3 
Sevilla. .............. l .  
Valencia.. ............ 1 73 
Valladolid. ........... 6 

Zaragoza. ........... 
Alicante.. ............ 
Almeria. ............. 
Avi~a  ............... ; . 
BaZajoz .............. 
Bilbao.. .............. 
Cádiz ................ 
Castell6n.. ........... 
Ciudad Real..  ........ 
C6rdoba. ............. 
Cuenca ............... I 
Gerona. .............. 
Guadalajara .......... 

............... Huelva 

Huesca.. ............. I x  
Jaén .................. 1 106 

Ltrida ................ 
Logroño .............. 
Lugo.. 

1 '9 
12 ............... 

Málaga ............... 42 

Murcia. . . . . . . . . . . . . .  46 

Palencia. ............. 8 

. . . . . . . . . . .  Pontevedra 1 33 

Salnmanca. ........... 
......... San SebastiBn 

Santander ............ 
Segooia.. ............. 
Soria. ................ 

............ Tarragona 

Teruel.. .............. 
Toledo.. ............. 9 

Vitoria. .............. 
............. Zamora.. 

Jngresadns 
dosdo 

1." do Jiiilo 
de 1906 

d 80 do Jnnio 
do 1007. 

2.690 

7.893 

784 

l. 679 

1.709 

1 .S48 

3.411 

1.273 

2.129 

605 

99 1 

3.684 

2.796 

1.210 

2.521 

1.774 

1.728 

1.087 

2.782 

1.407 

3.072 

913 

1.437 

3.474 

1.43 

S06 

913 

1.614 

632 

2.316 

TOTAL 

2.885 

7.893 

795 

1.696 

1.733 

1 .S67 

3.419 

1.404 

2.166 

605 

1 .O04 

3.684 

2. 869 

1.216 

2.572 

1.774 

1.754 

1.206 

4.424 

1.407 

3.214 

913 

1.480 

3.474 

1.438 

806 

916 

1.672 

632 

2.452 

1.201 

1 .O36 

S51 

1. 153 

2.897 

3.239 

1.066 

773 

1.529 

1 .l6J 

718 

1.254 

669 

682 

1.121 

SS1 

1.561 

39 0 

1 .O03 

83.874 

- - .- 

c.,ns 
 pendiente^ 

en 
Fisenlia 

en 1.O dc Jnlia 
de 19137. 

191 

D 

5 

19 

48 

7 

Y3 

38 

12 

P 

56 

1 ~ 1 s c ~ 1 . i ~  

Pnra  

sobroseimionto 

llore. 

258 

1 .O98 

1 O8 

149 

367 

334 

772 
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Estado núm. 6. 

F~SCALI~ DEL TRlBUNaL SUPREMO 
- ? i  

Juicios orales ante el Tribunal de derecho, terminados desde 1," de JuIio de 1006 á 30 de Ji~nio de 1807, 



l l 
Estado n6m. 7. 

FSCRL~R DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Juicios ante elTribuna1 del Jurado, celebrados desde 1,' de Julio de 1906 á 30 de Junio de 190'7, 

Albac 

Burm 

Vallad 

Zaragc 
. *. 



Estado núm. 8. 

FISCñLIñ DEL TRIBUNRL SUPREMO 

Resumen de todos los asuntos, sin distinción de procedimientos, despachados por las Fiscalías de las Audiencias 
desde 1,' de Julio de 1906 á 30 de Junio de 1907. 



Estado núm. 9. 

FICCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

BKSUWEB de los asuntos gube~gativos eg que ha iQCe~v~Qid0 la Fiscalía desde f.." de Julio de r906  

á 30 de Jugio de P902. 

NATURALEZA DE LOS ASUNTOS 

11 FUNCiNbRlOS QUE LOS EIN DESPACEAM II 
TOTALES 

Informes al Gobierno ............................................................................... 
..... Informes emitidos en expedientes de la Sala de Gobierno y Presidencia de este.Tribuna1 Supremo.. .ll 62 1 $8 1 10 ( 1  120 

Consultas á los efectos del art. 644 de la ley de Enjuiciamiento criminal.. ............................... I I * l B '  I 1 1  
............. Causas por delitos graves en que se han dado instrucciones á los Fiscales de las Audiencias.. 1 1 .  7 1 3 1 10 1 1  20 

- ........... reclamadas á los efectos del art. 838, núm. 15, de la Ley Orgánica del Poder judicial.. 11 1 ! 5 13 11 19 

.............................................. Entrada ................. Comunicaciones registradas.. 
Salida. ............................................... 1 .  

Denuncias.......... ............................................................................... 
.......................................................................... Consultas de  los Fiscales.. 

Juntas celebradas con los Sres. Teniente y Abogados fiscales del Tribunal.. ............................. 
TOTALES.. .............................................. 

11 

23 

= 
- 

30 

14 

S 

- 

105 1 100 

43 

31 

B 

-- 

84 

68 

93 

110 3.917 



Estado núm . 10 . 
F I S C A L i A  DEL TRIBUNAL SUPREMO 

RESVDAEN de los asuntos deepaohados desde 1.. de Julio de 1906 d =O de Jursio de 1907. 

II (1  FUNClONIRlOS OUE LOS HAN DESPACHADO 1)  
NATURALEZA DE LOS ASUNTOS 

Flscnl . 1 El Teniente 
flscal . 

l 1 Recursos de casación preparados por los { Interpuestos ............................. w a 67 
Fiscales .............................. ( Desistidos ............................... . a 61 

~ ....... i Apoyados totalmente por la Fiscalia D a 42 
Apoyados en parte ....................... 

Recursos de casación interpuestos por las ............................. 
S 

................................ l Adhesiones 
partes 

8 
Combatidos en el fondo ................... 

11 criminal.. 313 . . .  - en la admisión ................ it 59 
Cuestionesde competencia ........................................................ n 28 

................... Recursos de casación admitidos de derecho en beneficio de  los reos S j ,S 
Expedientes de indulto Informados favorablemente ............... . 2 ................. 3 ............ 1 - desfavorablemente a 36 ............... \ Recursos de casación desestimados p o r  Interpuestos por la Fiscalía b 4 

Ii ....... ......................... tres Letrados 1 Despachados con la nota de <rVisto~ 2 1 752 1 1  752 
1 ............................ i Recursos de casación interpuestos por el Ministerio Fiscal ~ ....... 

4 
Recursos de casación interpuestos por las ( Despachados con la nota de .Vistosa 307 

partes ................................ ( Combatidos en la admisión ............... 1 e i r i l  60 ......... ........................................................ 
l 

Cuestiones de competencia 79 
..................................... Recursos de revisión interpnestos por las partes 

.................................. 1~ \ Expedientes de ejecuci6n de sentencias extranjeras 11 * 1 1 1 ............................................................ 

l 
Recursos de apelación > !  97 
Demandas de Clases pasivas ............. \ Contestaciones .......................... 52 

( Incidentes ............................... i :  31 
eonteneioso . .......................... \ Contestaciones 

Demandas de todas clases 
293 ................ ............................... I Incidentes n m 1 OS 

Excepciones ............................. a 41 
............ Demandas interpuestas en nr. mbre cle la Administración generzl del Estado > b 6 




